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La mayoría de Graduados Sociales de la Comarca de
Cartagena, que son los que forman la Asociación de
Graduados Sociales de la Comarca de Cartagena, tie-

nen como mínimo cincuenta y una propuestas por solucionar.
A continuación algunas de ellas, que queremos para Carta-
gena:
1º Colegio Profesional de Graduados Sociales de la Comar-
ca de Cartagena.
2º Segunda Oficina del Inem en el centro de Cartagena.
3º Servicio de Mediación Arbitraje y Conciliación con local pro-
pio ( actualmente tiene un local prestado por el Ayuntamien-
to).
4º Inspeccion de Trabajo.
5º Oficina de Extranjeros.
6º Nuevas oficinas de la Seguridad Social o más personal en
las existentes.
.
.
.
.
.
51º Las cincuenta propuestas anteriores las tendríamos solu-
cionadas si Cartagena fuera la provincia número 51 del Rei-
no de España. Yo me pregunto: ¿ se pueden solucionar sin
ser provincia?
Como coordinador de la Revista " A DEBATE" de nuestra

Asociación, deseo a todos los Asociados, Colaboradores y
Esponsors " FELIZ NAVIDAD Y PROSPERO AÑO 2007", y,
cómo no MUCHISIMAS GRACIAS.

Antonio Mateo Noguera
Graduado Social
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FECHA: 5 DE OCTUBRE DE 2006
JORNADA: "LA REFORMA LABO-
RAL DE 2006 PARA LA MEJORA DEL
CRECIMIENTO Y DEL EMPLEO" 
- Introducción. 
- Medidas de impulso a la contratación
indefinida: ampliación del contrato pa-
ra fomento de la contratación indefini-
da; nuevo programa de fomento del
empleo; reducción de cotizaciones
empresariales.
- La reforma de la contratación tempo-
ral: contratos formativos y para fomen-
to del empleo; límites al encadena-
miento de contratos temporales.
- Derechos colectivos de los trabaja-
dores en el sistema de contratas y
subcontratas; cesión ilegal de mano
de obra.
- Mejoras en la cobertura del FOGA-
SA y en la protección del desempleo.
- Servicio Público de Empleo, Políticas
Activas de Empleo, Inspección de
Trabajo.

- Debate-Coloquio.
PONENTE: 
Ilmo.Sr. D. FAUSTINO CAVAS MAR-
TINEZ. Catedrático de Derecho del
Trabajo y de la S.Social en la
Universidad de Murcia. Magistrado su-
plente del TSJ de la Región de

Murcia.
LUGAR: AULA DE CULTURA DE CA-
JAMURCIA. C/ Puertas de Murcia,
s/n. Cartagena.
COLABORA: ASEPEYO. MUTUA DE
ACCIDENTES DE TRABAJO Y DE
ENFERMEDADES PROFESIONALES
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FECHA: 18 DE MAYO
DE 2006.
CONFERENCIA: "NUE-
VA REGULACION DE LA
JUBILACION FORZOSA"
- Evolución Normativa y
Jurisprudencial hasta la
vigente ley 14/2005.
- Régimen jurídico aplica-
ble a las claúsulas de los
Convenios Colectivos.
- Naturaleza jurídica de la
Extinción de la Relación
Laboral por Jubilación
Forzosa.
- Situaciones de transito-

riedad .
- Coloquio.
PONENTE: ILMO. SR. D.
CARLOS CONTRERAS
DE MIGUEL. Magistrado
del Juzgado de lo Social
Nº1 de Cartagena.
LUGAR: AULA DE CUL-
TURA DE CAJAMURCIA.
C/ Puertas de Murcia, s/n.
Cartagena.
COLABORA: MUVALE.
MUTUA DE ACCIDEN-
TES DE TRABAJO Y DE
ENFERMEDADES PRO-
FESIONALES.  

FECHA: 15 DE JUNIO
DE 2006
CONFERENCIA: "LA
SEGURIDAD EN EL
TRABAJO; RESPONSA-
BILIDADES PENALES Y
CIVILES"
- Análisis del Delito (omi-
sión de las medidas de
seguridad en el trabajo).
- Sujetos activos del
Delito, - -
Responsabilidades
Penales.
Responsabilidades
Civiles.

- Análisis
Jurisprudencial.
- Coloquio.
PONENTE: Sr. D. JOSE
LUIS DIAZ MANZANE-
DA. Fiscal coordinador
de siniestralidad laboral
de la Fiscalía del T.S.J.
de Murcia desde el año
2001.
LUGAR: AULA DE CUL-
TURA DE CAJAMURCIA.
C/ Puertas de Murcia,
s/n.   Cartagena.
COLABORA: CAJA-
MURCIA.





- ¿Cómo valoraría el trabajo que
está realizando la Asociación de
Graduados Sociales de la Comar-
ca de Cartagena?
- Me parece muy valioso. Tengo noti-
cias de este trabajo desde hace va-
rios años y creo que la labor de di-
vulgación y de formación en pro de
los graduados sociales de la comar-
ca de Cartagena, así como el trabajo
que se hace para fomentar la interre-
lación de los graduados sociales y su
integración en la sociedad, es muy
meritorio. Creo que este tipo de ini-
ciativas son las que hacen falta.
- ¿Cree que los asociados aprove-
chan las conferencias que se les
imparten en su trabajo diario?
- Si tengo que sacar conclusiones a
partir de las preguntas que se hacen
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Faustino Cavas Martínez. CATEDRÁTICO DE DERECHO DEL TRABAJO Y DE LA SEGURIDAD SOCIAL DE LA UNIVERSIDAD DE MURCIA.
MAGISTRADO (SUPLENTE) DEL TSJ DE LA REGIÓN DE MURCIA (SALA DE LO SOCIAL).

"LOS  PASOS PARA CREAR
EL COLEGIO PROFESIONAL
PUEDEN DAR SUS FRUTOS"

e n t r e v i s t a

6 b o l e t í n  i n f o r m a t i v o

Faustino Cavas posa en la sala de conferencias de Cajamurcia. ABEL F. ROS / ENFOQUE

El catedrático de Derecho del
Trabajo y de la Seguridad So-
cial de la Universidad de Mur-
cia, y magistrado suplente del
Tribunal Superior de Justicia de
la Región de Murcia, Faustino
Cavas analiza para la Asocia-
ción de Graduados Sociales de
la Comarca de Cartagena te-
mas tan diversos como la crea-
ción de un colegio profesional,
la conversión de Cartagena en
provincia, los nuevos puntos de
la reforma laboral o el papel de
la inmigración en la economía.
POR MARTA F. JIMÉNEZ RAMÍREZ



en las conferencias y luego en las
conversaciones que mantengo con
ellos fuera del coloquio creo que sí
que las aprovechan, porque las
cuestiones que se plantean dan a
entender que han estado muy aten-
tos a las distintas ponencias. Ade-
más suelen ser casos muy prácticos
y están muy apegados a la realidad
laboral por lo que creo que sí les
pueden sacar provecho.
- Usted que está en el mundo de
las conferencias y está en contac-
to con el mundo laboral ¿Cree
que otras asociaciones deberían
aprender de ésta?
- Sí, a mí me parece muy loable el
interés que se toma la Asociación y
la Junta Directiva por cuidar todas
las actividades que llevan a cabo y
la labor de difusión que realizan a
través de todos los medios. Siempre
procuran que los ponentes nos sin-
tamos arropados. Eso hace que nos
sintamos grupo y le da una seña de
identidad. El modelo me parece ab-
solutamente exportable a otras ciu-

dades y a otros colectivos.
- ¿Qué le aporta a usted esta Aso-
ciación?
- Bueno, aparte de las relaciones
personales, que son tan importantes
o más que las profesionales, me re-
sulta muy gratificante el contacto
diario con los profesionales de las
relaciones laborales porque creo
que se establece  un diálogo que es
enriquecedor para ambas partes. Es
bueno que los llamados 'teóricos' se

junten con los aplicadores del dere-
cho.
- Una de las pretensiones que los
miembros de la Asociación de
Graduados Sociales de la Comar-
ca de Cartagena persigue desde
hace tiempo es la conversión en
colegio. ¿Cree usted que sería
conveniente que Cartagena tuvie-
ra un Colegio Profesional?
- Yo como no soy político, ni gradua-
do social, ni estoy asociado puedo
permitirme ver las cosas desde una
cierta perspectiva y creo que todas
las reivindicaciones que tienen un
respaldo social y profesional amplio
y sobre las que se vienen trabajan-
do, como en este caso la que persi-
guen los Graduados Sociales de
Cartagena, son cuando menos dig-
nas de ser consideradas. Hay que
tener cintura para gestionar este te-
ma y ver que la pluralidad y la varie-
dad siempre enriquecen. Tenemos
ejemplo de otros colectivos como el
de los abogados donde hay más de
un colegio, y yo creo que eso no di-
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Faustino Cavas Martínez
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Faustino Cavas contesta a las preguntas de la periodista durante la entrevista. ABEL F. ROS / ENFOQUE

“Me parece muy loable el
interés que se toma la
Asociación por cuidar

todas las actividades que
llevan a cabo”

“Creo que la labor de
divulgación y de formación

en pro de los graduados
sociales de la comarca de

Cartagena es muy meritoria”





vide sino por el contra-
rio creo que se podrían
aunar esfuerzos y hay
criterios o razones que
lo aconsejarían. Cole-
gios hermanos como el
de Murcia y el de Car-
tagena, si finalmente
se crea, deberían unir
esfuerzos en pro de los
intereses de los profe-
sionales de la Región
de Murcia, pero caminando juntos y
no uno enfrente del otro.
- ¿Cree qué se está siguiendo el
camino adecuado para llegar a la
consecución del Colegio?
- Creo que los profesionales de
Cartagena que están integrados en
la Asociación están poniendo todo
su esfuerzo porque este proyecto
se haga realidad y están logrando
calar en la sociedad cartagenera.
Están dando pasos que entiendo,
que con el consenso de todos, pue-
den dar sus frutos.
- Muchos de los miembros que
componen la Asociación de Gra-
duados Sociales se muestran a
favor de la provincialidad para
Cartagena. ¿Usted estaría a favor
de que Cartagena se convirtiera
en  provincia?
- Bueno, teniendo en cuenta de que
soy cartagenero, acaricio y veo con
agrado esa posibilidad si ello va a
redundar en beneficio
no sólo de los cartage-
neros sino del conjunto
de la Comunidad Autó-
noma. Yo creo que hay
razones muy diversas,
de tipo administrativo-
presupuestario, que
podrían aconsejar que
se constituyera esa
provincia, ya que como
he dicho anteriormente
en el tema de los cole-
gios, lo que se consigue con la pro-
vincia de Cartagena, lejos de restar,
es sumar.
- ¿Legalmente sería tan beneficio-
so como dicen los cartageneros o

tan poco beneficioso como algu-
nos murcianos quieren ver?
- Yo creo que la provincialidad no
tiene por qué traducirse en una pér-
dida de ventajas, o de derechos o
de beneficios para los murcianos de
la ciudad de Murcia. Yo que llevo
muchos años viviendo en Murcia me
siento también murciano y muy bien
acogido allí. Lo que hay que saber
es gestionar, en caso de que se pro-
duzca, la nueva situación político
administrativa para sacar el mayor
rendimiento.
- ¿Sería un buen momento plante-
ar este asunto junto con la refor-
ma del estatuto de autonomía?

- Sí, creo que sería el
mejor momento. Apro-
vechando que una re-
forma estatutaria no es
fácil de llevar a cabo y
no habrá muchas posi-
bilidades de hacerlo,
creo que aprovechar
ese debate sería la
mejor ocasión para ver
si se acomete la bipro-
vincialidad.
- Cambiando de tema,

¿cuáles son los puntos fuertes de
la reforma laboral?
- Esta reforma tiene un punto fuerte
de entrada que es su carácter con-
sensuado. Me parece un punto a su
favor el que después de dos refor-
mas impuestas ésta se haya hecho
en consenso con el Gobierno y los
agentes sociales. En esta reforma
hay medidas que, si se saben ges-
tionar y aplicar bien, sí que pueden
surtir los objetivos que pretenden,
que no son otros que mejorar la cali-
dad del empleo, reducir la tempora-
lidad y ampliar la protección social
de los trabajadores.
- Una reforma que va más encami-
nada a favorecer al empresario o
al trabajador.
- Creo que en esta reforma, como es
fruto de un consenso, no hay gana-
dores ni perdedores. Hay medidas
que claramente favorecen a las em-
presas en la línea de ampliar los in-

“Creo que se podrían aunar
esfuerzos teniendo varios
colegios y hay criterios o

razones que lo aconsejarían”

“Creo que hay razones muy
diversas que podrían

aconsejar que se
constituyera la provincia”
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Faustino Cavas Martínez

e n t r e v i s t a  

b o l e t í n  i n f o r m a t i v o 9

“La reforma laboral tiene
un punto fuerte de entrada

que es su carácter
consensuado”



centivos a la contratación o reducir
las cotizaciones empresariales, pe-
ro esas medidas al mismo tiempo
producirán un efecto favorable en el
mercado de trabajo que se traducirá
en la creación de más y mejor em-
pleo. No es malo conceder una se-
rie de beneficios a las empresas
siempre y cuando no opere restan-
do garantías a los trabajadores que,
en este caso, desde luego, no se
han visto perjudicados, pues de otro
modo los sindicatos no habrían
aceptado.
- Dentro de este mercado laboral
¿de qué forma influye la inmigra-
ción en una región como la nues-
tra?
- El papel de la inmigración es fun-
damental. De hecho hay muchos
sectores de actividad que se sostie-
nen con mano de obra inmigrante.
Hay puestos de trabajo que los na-
cional no están dispuestos a reali-
zar porque son menos cualificados,
menos gratificantes, peor pagados y
es legítimo que todo ciudadano bus-
que una ocupación que satisfaga
sus necesidades y sus apetencias.
Sin la mano de obra inmigrante la
economía no habría crecido lo que
ha crecido, el empleo no habría cre-
cido lo que ha crecido y lo que hay
que tener muy claro es que debe-
mos apostar por la inmigración ren-
table. La inmigración irregular sólo
beneficia a unos pocos, beneficia a
las mafias, a los empresarios sin es-
crúpulos que contratan a irregulares
para no reconocer los mismos dere-
chos que los trabajadores que están
de forma regular, pero lejos de eso,
la inmigración canalizada contribu-
ye al crecimiento de la economía, y
creo que hay que apostar por ese ti-
po de inmigración.
- Esa inmigración no regularizada
sigue existiendo o gracias a la re-
gularización que aprobó el Go-
bierno central se han estabilizado
las cifras en la Región.
- Hablar de cifras en lo que a inmi-
gración se refiere es muy arriesga-
do. Como entran por conductos que

no son controlados, es muy difícil fi-
jar el número de inmigrantes irregu-
lares que hay en España. Es evi-
dente que la inmigración irregular
no se ha detenido con la regulariza-
ción que se produjo el año pasado.
Todos los días vemos en los medios
de comunicación noticias de inmi-
grantes que siguen llegando en pa-
teras o cayucos a las costas espa-
ñolas. Y eso es sólo la punta del ice-
berg, porque también entran inmi-

grantes a través de los aeropuertos
o por la Junquera. Es comprensible
que quieran salir de los lugares en
los que residen donde sólo les es-
pera el hambre, la miseria, la perse-
cución política, la racial o religiosa,
pero también es lícito que los esta-
dos establezcan controles para que
la situación social no se desborde y
no se generen situaciones indesea-
bles de inseguridad, de explotación,
incapacidad para absorber perso-
nas.
- Se ha dado el caso de que inmi-
grantes regulares no puedan ac-
ceder a puestos de trabajo por-
que están ocupándolos los irre-
gulares.

- Los inmigrantes regulares llegan a
nuestro país con una oferta de tra-
bajo. Para renovar su permiso de
residencia necesitan acreditar que
siguen manteniendo esa relación la-
boral o que han encontrado otro
puesto de trabajo por tanto no creo
que la inmigración irregular sea
competencia para la regular. Tam-
poco está estadísticamente demos-
trado que la inmigración irregular
sea la responsable del paro de los
ciudadanos españoles. Creo que la
inmigración irregular está cubriendo
un espacio que es el de la economía
sumergida y lo que hay que hacer
es atacar ese fenómeno en su con-
junto. No me gustaría que pudiera
dar la sensación de que hay culpa-
bles.
- ¿No están cada vez más con-
cienciados los empresarios?
- Sí, de eso estoy convencido. Cada
vez las empresas españolas y las
murcianas en particular apuestan
por un trabajo emergido porque
constatan las ventajas y dentro del
propio sector empresarial son cons-
cientes de que un empresario que
trabaja en la economía sumergida
está haciendo competencia desleal
a sus compañeros.
- Y los graduados sociales ¿de
qué manera pueden concienciar a
los empresarios?
- Lo que tienen que hacer es con-
vencer al empresario de que un tra-
bajador en situación de regularidad
siempre aporta más ventajas que
uno que está en la economía sumer-
gida que expone al empresario a te-
ner que arrastrar una serie de res-
ponsabilidades que son absoluta-
mente muy superiores a las que
puedan derivarse de los costes sa-
lariales o seguridad social de un tra-
bajador en situación regular. Aparte
estoy plenamente convencido de
que ningún graduado social entra
en la dinámica de proponer la ocu-
pación de inmigrantes en situación
irregular porque su código deontoló-
gico y su ética profesional no se lo
permitiría.

adebate DICIEMBRE 2006

Faustino Cavas Martínez
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“Hay medidas en esta
reforma que claramente

favorecen a las empresas
en la línea de ampliar los

incentivos a la
contratación o reducir las

cotizaciones
empresariales”
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Estas nuevas medidas de
la reforma laboral al

mismo tiempo producirán
un efecto favorable en el
mercado de trabajo que

se traducirá en la
creación de más y mejor

empleo
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I.- EL REAL DECRETO LEY 5/2006,
DE 9 DE JUNIO, PARA LA MEJORA
DEL CRECIMIENTO Y DEL EMPLEO.
El pasado 9 de mayo, tras un largo y ac-
cidentado proceso de negociación , el
Gobierno, las organizaciones sindicales
CC.OO. y UGT, y las organizaciones
empresariales CEOE y CEPYME, fir-
maron el Acuerdo para la mejora del
crecimiento y del empleo (AMCE). Con
este pacto, el Gobierno y los interlocuto-
res sociales retomaron la senda del
consenso a la hora de introducir refor-
mas en la ordenación institucional del
mercado de trabajo. En este sentido, la
aprobación del RDL 5/2006, de 9 de ju-
nio, para la mejora del crecimiento y del
empleo (BOE de 14 de junio de 2006),
que traduce en norma rango legal la
mayor parte de las previsiones del AM-
CE -al tiempo que extiende el tratamien-
to a algunas otras cuestiones colatera-
les como la composición y funciones de
la Comisión Consultiva Nacional de
Convenios Colectivos o la gestión de la
formación profesional-, representa el úl-
timo y más importante ejemplo de legis-
lación prenegociada sobre el mercado
de trabajo. Los objetivos de esta nueva
reforma son: promover la creación de
empleo estable y de calidad; reducir la
temporalidad; introducir mayor transpa-
rencia y seguridad en el mercado de las
contratas y subcontratas y ampliar los
derechos colectivos de los trabajadores
implicados en procesos de descentrali-
zación productiva; mejorar la protección
social de los trabajadores en los su-
puestos de desempleo y de insolvencia
empresarial; reforzar la actuación de la
Inspección de Trabajo y de los Servicios
Públicos de Empleo. El RDL 5/2006
consta de tres capítulos con dieciséis
artículos; siete disposiciones adiciona-
les; cuatro disposiciones transitorias;
una disposición derogatoria, cuatro dis-

posiciones finales y un anexo (sin valor
normativo). Dicha norma, que prevé
una entrada en vigor escalonada , intro-
duce modificaciones en varias leyes: el
Estatuto de los Trabajadores (en mate-
ria de contratación temporal, prestacio-
nes del FOGASA, subcontratación de
obras y servicios y cesión ilegal de tra-
bajadores), la Ley General de la Seguri-
dad Social (mejora de la protección por
desempleo de colectivos específicos),
la Ley de Infracciones y Sanciones del
Orden Social, la Ley de Empresas de
Trabajo Temporal, la todavía vigente
Ley 12/2001, de medidas urgentes de
reforma del mercado de trabajo para el
crecimiento del empleo y la mejora de
su calidad (conversión de contratos
temporales en indefinidos de fomento),
y la Ley 30/2005, de PGE para 2006
(nuevo programa de bonificaciones a la
contratación indefinida y reducción de
las cotizaciones empresariales). El RDL
5/2006 traduce otro importante número
de medidas en sus disposiciones adi-
cionales y finales (entre otras,  el futuro
plan de modernización de los servicios

públicos de empleo y la previsión de
mecanismos de participación y consulta
de las organizaciones empresariales y
sindicales en los objetivos y programas
de la Inspección de Trabajo) y establece
reglas de derecho transitorio en relación
con las principales medidas de favoreci-
miento de la contratación indefinida y de
las nuevas prestaciones del Fogasa. Se
trata, con todo, de una reforma de "míni-
mos", que deja fuera otras muchas
cuestiones que también se plantearon
en el proceso negocial -entre ellas, una
modificación más ambiciosa de la con-
tratación temporal, del despido objetivo
y del régimen jurídico de las subcontra-
tas laborales- por imposibilidad de las
partes de alcanzar un acuerdo sobre las
mismas. La norma, cuyas razones de
extraordinaria y urgente necesidad se
amparan, entre otras, en la necesidad
de no condicionar prolongadamente las
decisiones de contratación de las em-
presas, está siendo tramitada en las
Cortes Generales como proyecto de ley,
con  apertura a posibles enmiendas de
los grupos parlamentarios.

Faustino Cavas Martínez. CATEDRÁTICO DE DERECHO DEL TRABAJO Y DE LA SEGURIDAD SOCIAL DE LA UNIVERSIDAD DE MURCIA.
MAGISTRADO (SUPLENTE) DEL TSJ DE LA REGIÓN DE MURCIA (SALA DE LO SOCIAL).

REFORMA LABORAL 2006
Breve comentario al Real Decreto Ley 5/2006, de 9 de junio
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Los objetivos de esta reforma son: promover la creación de empleo estable y de calidad. ABEL F. ROS / ENFOQUE



II.- PRINCIPALES MEDIDAS PARA EL
IMPULSO DE LA CONTRATACIÓN IN-
DEFINIDA Y LA REDUCCIÓN DE LA
TEMPORALIDAD.
El mercado de trabajo español presenta,
con respecto a la media de la UE, peores
tasas de ocupación y de paro así como
una más alta y persistente tasa de tem-
poralidad, con diferencias más acusa-
das, en todos los casos, entre hombres y
mujeres. A pesar de que desde 1997,
año de la firma del AIEE, se ha creado en
España un importante número de emple-
os indefinidos, la tasa de temporalidad,
tras el repunte de los últimos años, ha
vuelto a situarse por encima del 33 por
100, cifra similar a la existente antes de
acometerse políticas de impulso de la
contratación indefinida con base en
aquel Acuerdo. Por ello, la mejora de la
estabilidad en el empleo se identifica por
los firmantes del AMCE como un factor
necesario para impulsar un crecimiento
económico equilibrado y duradero basa-
do en la competitividad de las empresas,
el incremento de la productividad y la co-
hesión social.
El RDL 5/2006 incluye diversos tipos de
medidas con el fin de incrementar la con-
tratación indefinida y reducir la temporali-
dad:
1. Impulso al contrato para el fomento
de la contratación indefinida. 
Desde la Ley 12/2001, la conversión a
este contrato (que, como se sabe, lleva
aparejada una indemnización por despi-
do objetivo improcedente de cuantía infe-
rior a la de los indefinidos ordinarios) sólo
se podía hacer con los contratos tempo-
rales realizados antes del 31 de diciem-
bre de 2003. Esta posibilidad se extiende
ahora a todos los contratos temporales,
incluidos los formativos, celebrados con
anterioridad al 31 de diciembre de 2007,
manteniéndose inalterados los restantes
grupos de trabajadores con los que se
puede concertar este contrato (art. 10
RDL 5/2006). 
Una medida no contemplada en el AM-
CE pero que el RDL introduce es la relati-
va al depósito de la indemnización por
despido objetivo improcedente prevista
para este tipo de contrato (33 días de sa-
lario por año de servicios con el tope de
24 mensualidades) con efecto paralizan-

te sobre el transcurso de los salarios de
trámite, acabando con la disparidad de
criterios judiciales que se venía obser-
vando acerca del importe de la cantidad
a consignar.
2. Nuevo programa de bonificaciones
a la contratación indefinida y plan de
"choque" para la conversión de em-
pleo temporal en fijo. 
-Se introduce un nuevo programa de fo-
mento del empleo basado, fundamental-
mente, en bonificaciones para los contra-
tos indefinidos iniciales (arts. 1 a 9). Di-
cho programa persigue el doble objetivo
de impulsar la contratación indefinida y
de fomentar el empleo de colectivos con
especiales dificultades de colocación. El
nuevo programa, que sustituye al regula-
do por la Ley 30/2005, del PGE para
2006, y es de aplicación a los contratos
celebrados desde el 1 de julio (disposi-

ción transitoria primera), introduce diver-
sas novedades de entidad que refuerzan
su carácter de instrumento para impulsar
la contratación indefinida, en coherencia
con los objetivos del AMCE. Así, en pri-
mer lugar, se incluyen como nuevos gru-
pos de trabajadores cuya contratación se
incentiva a los jóvenes varones desem-
pleados de 16 a 30 años y a las mujeres
reincorporadas al empleo después de 5
años de inactividad laboral si, anterior-
mente a su salida del mercado de traba-
jo, han trabajado, al menos, 3 años. En
segundo lugar, la bonificación de cotiza-
ciones empresariales por celebración de
contratos indefinidos se circunscribe a la
contratación indefinida inicial, no alcan-
zado a las transformaciones de contratos

temporales en indefinidos, que hasta
ahora era un supuesto de bonificación en
el marco de cada programa anual de fo-
mento del empleo. Únicamente subsisti-
rá la bonificación para las conversiones
de contratos formativos, de relevo y de
sustitución por anticipo de la edad de ju-
bilación, cualquiera que sea la fecha de
su celebración. Con esta medida se pre-
tende estimular la celebración de contra-
tos indefinidos desde el comienzo de la
relación de trabajo, desincentivando indi-
rectamente el recurso inicial a la contrata-
ción temporal. Excepcionalmente se pre-
vén bonificaciones a la celebración de
contratos de duración determinada,
cuando la contratación se realice con
personas en situación de exclusión so-
cial, víctimas de violencia de género y
personas con discapacidad. Otra impor-
tante variación es la variación en el siste-
ma de incentivos, sustituyéndose los an-
teriores porcentajes de bonificación en
las cuotas empresariales por contingen-
cias comunes (con lo que el beneficio era
tanto mayor cuanto superior fuera la ba-
se de cotización) por unas cuantías a tan-
to alzado; de este modo, el beneficio que
obtienen las empresas es el mismo con
independencia del salario del trabajador,
incentivándose indirectamente la contra-
tación de trabajadores con menores nive-
les de cualificación, más afectados por la
temporalidad. Una cuarta modificación
importante es la ampliación del período
de aplicación de las bonificaciones, hasta
los cuatro años, incentivando una mayor
duración de las contrataciones indefini-
das. Otra novedad relevante es la simpli-
ficación del cuadro de bonificaciones, de
cara a la gestión y aplicación de las medi-
das de estímulo a la contratación. En fin,
se establecen reglas para el cálculo de
las bonificaciones en los contratos indefi-
nidos a tiempo parcial.
-Habida cuenta la importante bolsa de
empleo temporal existente, se pone en
marcha un plan extraordinario, limitado
en el tiempo, de conversión de empleo
temporal en indefinido, con bonificación
de cotizaciones empresariales a la Segu-
ridad Social (art. 3º). Además del nuevo
sistema de incentivos, dirigido a estimu-
lar la contratación indefinida de forma
continuada en el tiempo, y por tanto a li-
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mitar la progresión de la temporalidad de
la temporalidad a medio plazo, se ha
apostado por medidas intensivas o de
"choque" para propiciar una reducción
significativa, a corto plazo, de la tempora-
lidad. Así, los contratos celebrados antes
del 1 de junio de 2006 que se transfor-
men en indefinidos antes del 1 de enero
de 2007 se podrán beneficiar de una bo-
nificación de la cuota empresarial a la
Seguridad Social de 800 euros/año du-
rante tres años.
3. Reducción de cotizaciones empre-
sariales
Se reducen las cotizaciones empresaria-
les por desempleo para los contratos in-
definidos. Dicha reducción se prevé de
forma escalonada en el tiempo: 0,25
puntos a partir de 1 de julio de 2006 y
otros 0,25 puntos a partir de 1 de julio de
2008. Asimismo, se reduce a la mitad la
cotización empresarial al Fogasa, cual-
quiera que sea la modalidad contractual,
situándola en 0,20 por 100 (art. 11). Por
otra parte, se elimina el sobrecargo de la
cotización por desempleo que ha venido
afectando a las empresas de trabajo

temporal.
4.Límites al encadenamiento de con-
tratos temporales
Bajo el epígrafe de mejora de la utiliza-
ción de la contratación temporal, se mo-
difica el artículo 15.5 del Estatuto de los
Trabajadores para incluir dos previsio-
nes de diverso alcance pero comple-
mentarias, con el objeto de aumentar la
estabilidad en el empleo:
4.1. Por un lado, se establece que los

trabajadores que en un período de 30
meses hubieran estado contratados por
la misma empresa durante un plazo su-
perior a 24 meses, con o sin solución de
continuidad, para el mismo puesto de
trabajo, mediante dos o más contratos
temporales, sea directamente o a través
de su puesta a disposición por una ETT,
con las mismas o diferentes modalida-
des contractuales de duración, adquiri-
rán la condición de trabajadores fijos. Es
previsible que la constatación de todas y
cada una de estas condiciones suscite
una importante conflictividad, pudiendo
aventurarse que una de las dudas más
peliagudas será la relativa a la determi-
nación de cuándo se entienda que el tra-
bajador ha ocupado un mismo puesto de
trabajo (¿bastará con que coincidan las
tareas o funciones desempeñadas o se-
rá preciso además que el centro de tra-
bajo no haya variado?). Paralelamente,
y dado que los contratos realizados a
través de ETTs también se incluyen en el
cómputo, se suprime la limitación conte-
nida en el último inciso del art. 8.c) de la
Ley 14/1994. Se excluyen del cómputo
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los contratos de interinidad, de relevo y
formativos; en consecuencia, la norma
está pensada para limitar el encadena-
miento de contratos eventuales y para
obra o servicio determinado. No se exige
que los 24 meses sean de prestación
efectiva de servicios, por lo que también
se cuentan los tiempos de inactividad en
los contratos a tiempo parcial y los trans-
curridos en situación de excedencia,
suspensión de contrato o en el disfrute
de permisos retribuidos. Las soluciones
de continuidad entre los contratos pue-
den tener una duración superior a los 20
días, sin que ello enerve la adquisición
de fijeza si se dan los requisitos exigidos
por la ley. Pero parece lógico que la
eventual acción encaminada a obtener
el reconocimiento judicial de esa condi-
ción (si la empresa la niega) deba inter-
ponerse estando viva la relación; a no
ser que el trabajador decida impugnar
por despido, en cuyo caso el plazo será
el de caducidad de 20 días hábiles pre-
visto en el art. 59.3 ET.  En todo caso, se
trata de una regla que presupone la lici-
tud de los contratos formalizados y que

deja a salvo el acceso a la condición de
fijo por otras vías legalmente previstas
(fraude de ley, omisión de la forma escri-
ta, o del alta en Seguridad Social durante
el período de prueba que se hubiera ce-
lebrado o equivalente). 
Para el cómputo del número de contra-
tos, así como del plazo y del período de

referencia, se tendrá en cuenta el contra-
to que esté vigente a la fecha de entrada
en vigor del RDL 5/2006 (disposición
transitoria segunda RDL 5/2006).
4.2. Por otro lado,  se prevé que los con-
venios colectivos establecerán requisitos
para prevenir la utilización abusiva de
contratos de duración determinada con
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diversos trabajadores para cubrir un mis-
mo puesto de trabajo (art. 12.Dos RDL
5/2006). No parece, sin embargo, que el
convenio que desobedezca este "man-
dato" pueda ser impugnado por ilegali-
dad; de hecho, no se ha modificado el ar-
tículo 85 del ET para incluir esta previ-
sión en el contenido mínimo del conve-
nio.
4.3. Las anteriores previsiones son de
aplicación al empleo en las Administra-
ciones Públicas, con las peculiaridades
derivadas del sistema de acceso a pues-
tos fijos en la sector público (art. 12.Tres
RDL 5/2006).

III.- REFORMAS EN LAS MODALIDA-
DES DE CONTRATACIÓN TEMPORAL
1.En primer lugar, se modifica el régimen
jurídico del contrato para la formación,
eliminándose la posibilidad de concertar
este tipo de contrato con trabajadores
extranjeros, desempleados con inscrip-
ción superior a 3 años y personas en si-
tuación de exclusión, cuando tengan 21
o más años [nuevo art. 11.2.a) ET]. Con
ello el contrato recupera su genuina fina-
lidad formativa. También se recupera el
límite de edad (ahora de 24 años) para
los alumnos de Escuelas Taller y  Casas
de Oficio; pueden contratar sin límite de
edad los minusválidos y los alumnos de
Talleres de Empleo.
2. Se suprime el contrato de inserción y
se establecen los tipos de cotización pa-
ra los contratos subsistentes (disp. tran-
sitoria 3ª RDL 5/2006).
3. Se regula un nuevo contrato temporal
para el fomento del empleo de personas
con discapacidad, que sustituye al regu-
lado en el art. 44 de la Ley 42/1995, de
30 de diciembre. El contrato, que puede
celebrarse a partir del 1-7-2006 con tra-
bajadores desempleados e inscritos en
la oficina de empleo que acrediten una
minusvalía igual o superior al 33% o la
condición de pensionista de invalidez,
podrá tener una duración comprendida
entre uno y tres años.  

IV.- SUBCONTRATACIÓN DE OBRAS
Y SERVICIOS Y CESIÓN ILEGAL
Ante el creciente auge del fenómeno de
la descentralización productiva a través
de contratas y subcontratas de parte de

la actividad de la empresa y los proble-
mas de desprotección de los trabajado-
res afectados por estas prácticas, una de
las preocupaciones de los autores del
AMCE y del RDL 5/2006 ha sido la de in-
troducir mayor transparencia en la sub-
contratación de obras y servicios entre
empresas cuando comparten un mismo
centro de trabajo. Sin embargo, aunque
se han abordado aspectos relevantes,
como es la definición normativa del con-
cepto de cesión ilegal de trabajadores, y
se ha mejorado la protección de los tra-
bajadores, ampliando sus derechos y los
de sus representantes, no se ha hecho
nada para poner remedio a la elevada
precariedad en el empleo que caracteri-
za al mercado de las contratas y subcon-
tratas prohibiendo, por ejemplo, la cele-

bración de contratos para obra o servicio
determinado vinculados a la celebración
de una contrata mercantil o a la adjudica-
ción de una concesión administrativa.
Asimismo, se echan en falta otras defini-
ciones que hubieran arrojado luz sobre
conceptos tradicionalmente confusos, ta-
les como los de contrata y subcontrata, el
concepto de propia actividad, o el alcan-
ce de la responsabilidad compartida tan-
to en los supuestos de contratas y sub-
contratas como de cesión ilegal de traba-
jadores, que tanto problemas interpretati-
vos generan.
Pasando a enunciar las novedades intro-
ducidas por el RDL 5/2006, se modifica
en varios apartados el art. 42 del ET para
ampliar los derechos colectivos de los
trabajadores mediante la introducción de
las siguientes medidas:
*Libro Registro: cuando las empresas

principal, contratista o subcontratista
compartan de forma continuada un mis-
mo centro de trabajo, la primera deberá
disponer de un Libro de Registro en el
que se refleje la información que la em-
presa principal debe suministrar a la re-
presentación legal de los trabajadores
respecto de todas las empresas citadas.
El nuevo art. 42.4 ET no exige de mane-
ra expresa que se trate de contratas y
subcontratas  de la misma actividad, por
lo que, en una interpretación literal, tal re-
quisito no será exigible. En realidad, se
trata simplemente de completar el deber
de informar a los representantes sobre
todas las contratas y subcontratas que
trabajan en un mismo centro, sólo que
en este caso la información deberá figu-
rar en un libro registro que estará a dis-
posición de todos los representantes de
los trabajadores, y no sólo los de la em-
presa principal. Con este documento se
posibilita también el acceso a la informa-
ción que en él figura por parte de la Ins-
pección de Trabajo y de la Seguridad So-
cial. El incumplimiento de esta obligación
se tipifica como infracción grave (nuevo
art. 7.12 LISOS). 
*Representación colectiva: los trabajado-
res de las empresas contratista y sub-
contratista podrán presentar reclamacio-
nes sobre las condiciones de ejecución
de su actividad laboral ante los represen-
tantes de los trabajadores de la empresa
principal, si comparten el mismo centro
de trabajo -no se exige aquí que sea de
forma continuada- y aquéllos carecen de
representación propia, hecho éste suma-
mente frecuente debido al reducido ta-
maño y elevada rotación de las plantillas
de las empresas contratistas y subcon-
tratistas. Adviértase que con esta medida
se atribuyen a los representantes de los
trabajadores de la empresa principal fa-
cultades de representación respecto de
unos trabajadores, los de la contratista,
que no han participado en su elección.
En todo caso, la norma establece una
especie de límite a la actuación de estos
representantes: no se admite su inter-
vención en las reclamaciones del traba-
jador respecto de la empresa de la que
depende, es decir, de la empresa contra-
tista o subcontratista. La reforma no con-
templa que este incremento de trabajo
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se traduzca en un aumento del crédito
horario de los representantes con cargo
a la empresa principal. 
*Reunión: las representaciones legales
de los trabajadores de la empresa princi-
pal, contratista y subcontratista, cuando
compartan de forma continuada un mis-
mo centro de trabajo, podrán reunirse a
efectos de coordinación entre ellas y en
relación con las condiciones de ejecu-
ción de la actividad laboral. Desde luego,
esta limitación objetiva no puede ser utili-
zada abusivamente por las empresas
para condicionar la actividad sindical.
*Locales (nuevo art. 81 ET): podrán ha-
cer uso de los mismos los representan-
tes de los trabajadores de las empresas
contratistas y subcontratistas, cuando
compartan centro de trabajo con la em-
presa principal.
Por otro lado, con la nueva regulación
del art. 43 ET se recogen los criterios
que la jurisprudencia ha venido utilizan-
do para distinguir con claridad la contrata
lícita de obras y servicios entre empre-
sas de otras prácticas que incurren en la
figura de la cesión ilegal de trabajadores,
teniendo siempre presente que, en nues-
tro ordenamiento, la contratación de tra-
bajadores para cederlos temporalmente
a otras empresas sólo puede efectuarse
legalmente a través de empresas de tra-
bajo temporal debidamente constituidas
y autorizadas. La definición de cesión ile-
gal que incorpora el nuevo apartado 2
del art. 43 ET (pasando los actuales
apartados 2 y 3 a numerarse como 3 y 4)
ofrece el siguiente tenor literal: "En todo
caso, se entiende que se incurre en la
cesión ilegal de trabajadores contempla-
da en el presente artículo cuando se pro-
duzca alguna de las siguientes circuns-
tancias:
-que el objeto de los contratos de servi-
cios entre las empresas se limite a una
mera puesta a disposición de los trabaja-
dores de la empresa cedente a la empre-
sa principal,
-o que la empresa cedente carezca de
una actividad o de una organización pro-
pia y estable,
-o no cuente con los medios necesarios
para el desarrollo de su actividad, o no
ejerza las funciones inherentes a su con-
dición de empresario".

No obstante su excesivo automatismo
(bastaría con que concurriera una de es-
tas circunstancias para que se apreciara
cesión ilegal), el cambio legal persigue
corregir los perniciosos efectos de una
práctica cada vez más extendida que ba-
jo la apariencia de concertación de una
contrata encubre una actividad ilícita de
prestamismo de mano de obra. Un aviso
de navegantes para muchas empresas
de servicios que se limitan simplemente
a la puesta a disposición de trabajadores
a favor de la empresa cesionaria, que es
la que ejerce realmente el control y la di-
rección sobre los trabajadores cedidos.
V.- CAMBIOS EN LA PROTECCIÓN
POR DESEMPLEO DE LOS TRABA-
JADORES
Los cambios introducidos por el AMCE y
por el RDL 5/2006 se traducen en modifi-

caciones de la LGSS y de algunas nor-
mas reglamentarias referidas a la presta-
ción por desempleo. Todas ellas se en-
caminan a reforzar la protección por esta
contingencia de determinados colectivos
con especial dificultad para insertarse en
el mercado de trabajo. Son, en apretada
síntesis, las siguientes:
-Facilitación del acceso al subsidio por
desempleo de seis meses para los de-
sempleados mayores de 45 años sin
responsabilidades familiares, al suprimir-
se la exigencia legal de que hubieran
agotado una prestación contributiva de al
menos 360 días. Con la nueva redacción
del art. 215.1.1.b) LGSS, el derecho al
subsidio surgirá siempre que estos tra-
bajadores agoten la prestación contribu-
tiva previa por desempleo, sea cual sea

la duración de ésta.
-Varias mejoras se dirigen a los trabaja-
dores fijos discontinuos. La primera de
ellas consiste en aclarar que la protec-
ción por desempleo también alcanza a
los trabajadores fijos y periódicos de fe-
cha cierta durante los períodos de inacti-
vidad laboral (nuevo art. 208.1.4 LGSS).
La segunda novedad supone facilitar el
acceso al subsidio especial por parte de
los trabajadores fijos discontinuos mayo-
res de cuarenta y cinco años (nuevo art.
215.1.4 LGSS). 
-Se amplía la cobertura del desempleo a
los socios trabajadores temporales de
cooperativas (Disposición Adicional...
RDL 5/2006) .
-Según el AMCE, la Renta Activa de In-
serción se configurará como un derecho
subjetivo, perdiendo su regulación su ac-
tual carácter coyuntural, y la entidad ges-
tora pasará a cotizar por las contingen-
cias de asistencia sanitaria y protección
a la familia. La medida está aún pendien-
te de desarrollo reglamentario.
-Con relación a los trabajadores agra-
rios, se establece que el Gobierno adop-
tará, en cumplimiento del Acuerdo de 15-
12-2005, las medidas y actuaciones ne-
cesarias para mejorar la protección por
desempleo de los trabajadores agrarios
(AMCE y Disposición Adicional .. RDL
5/2006). El encargo ha sido cumplido por
el RD 864/2006, de 14 de julio, por el que
se mejora el sistema de protección por
desempleo de este colectivo.

VI.- MEJORAS EN LA PROTECCIÓN
DEL FOGASA
El superávit del Fogasa permite incre-
mentar las prestaciones que este orga-
nismo abona a los trabajadores. La am-
pliación de los niveles de cobertura se
traduce en las siguientes medidas:
*Mejoras en la protección de los salarios
adeudados (art. 33.1 ET): el total de días
de salario de los que se hace cargo el
Fondo pasa de 120 a 150 días; la cuan-
tía diaria utilizada como parámetro de
cálculo tendrá como límite no el duplo si-
no el triple del SMI; en dicho cómputo se
incluirá el abono de la parte proporcional
de las pagas extraordinarias.
*Mejoras en la protección de las indemni-
zaciones por despido (art. 33.2 ET):

Con la nueva regulación
del art. 43 ET se recogen

los criterios que la
jurisprudencia ha venido
utilizando para distinguir
con claridad la contrata

lícita de obras y servicios
entre empresas de otras

prácticas que incurren en
la figura de la cesión ilegal

de trabajadores

adebate DICIEMBRE 2006

Faustino Cavas Martínez

a r t í cu los  co laborador

16 b o l e t í n  i n f o r m a t i v o



Faustino Cavas Martínez
adebateDICIEMBRE 2006

Faustino Cavas Martínez

a r t í c u los  co laborador

b o l e t í n  i n f o r m a t i v o 17

" El salario diario, base de cálculo de la
indemnización, se amplía al triple del
SMI.
" El importe de la indemnización, a los
solos efectos de abono por el Fogasa,
para los casos de despido o extinción de
los contratos ex. art. 50 ET, se calculará
sobre la base de 30 días de salario por
año de servicio (antes 25), respetando el
límite máximo de una anualidad.
" Se extiende la responsabilidad subsi-
diaria del Fondo al pago de las indemni-
zaciones debidas por extinción por las
causas objetivas previstas en los aparta-
dos a), b), d) y e) del art. 52 ET.
" Se incluyen en la cobertura del Fondo
las indemnizaciones por extinción de
contrato temporal en los casos legalmen-
te previstos, las acordadas en concilia-
ción judicial y las del art. 64 de la Ley
Concursal.
" En cuanto a las indemnizaciones a car-
go del Fogasa en empresas de menos
de 25 trabajadores (responsabilidad au-
tomática), también se incluyen las debi-
das por la extinción de los contratos por
aplicación del art. 64 de la Ley Concursal
(nuevo art. 33.8 ET).
*Entrada en vigor: se beneficiarán de las
nuevas prestaciones del Fogasa todas
las solicitudes presentadas a partir del
15-6-2006 (Disp. Trans. 4ª RDL 5/2006),
aunque se refieran a créditos devenga-
dos y reconocidos con anterioridad a esa
fecha.

VII.- OTRAS REFORMAS
El RDL 5/2006 contiene también previ-
siones relativas a la elaboración por el
Gobierno de un Plan para la moderniza-
ción de los Servicios Públicos de Empleo
(Disp. Adic. 6ª), adaptación del marco ju-
rídico institucional y ampliación de fun-
ciones de la Comisión Consultiva Nacio-
nal de Convenios Colectivos (Disp. Adic.
7ª), la participación de los interlocutores
sociales en la definición de los objetivos
y programas del Sistema de la Inspec-
ción de Trabajo y Seguridad Social me-
diante la creación de órganos consulti-
vos en los ámbitos estatal y autonómico
(Disp. Final 1ª) y la justificación de las
subvenciones concedidas para la reali-
zación de actividades de formación pro-
fesional (Disp. Adic. 5ª). 



I- EVOLUCIÓN NORMATIVA Y JU-
RISPRUDENCIAL. 
1º- Antes del Estatuto de los Traba-
jadores de 1980, la norma en vigor
sobre la materia era la Orden del Mi-
nisterio de Trabajo de 1 de julio de
1953, que establecía en su artículo 1
que "la jubilación por edad es siem-
pre un derecho del trabajador, quien
podrá ejercitarlo cuando reúna las
condiciones y requisitos estableci-
dos en las disposiciones que lo regu-
lan",  y en su artículo 2 que "este de-
recho es compatible con las faculta-
des que a las empresas confiere el
apartado d) del artículo 77 de la Ley
del Contrato de Trabajo", artículo
que regulaba la ineptitud del trabaja-
dor como causa de despido. Por tan-

to, en esta primera fase no existía ju-
bilación forzosa, y se reservaba al
empresario la posibilidad de valorar
si un trabajador, en un momento da-
do, conservaba o no la aptitud míni-
mamente exigible para el desempe-
ño del trabajo y, en su caso, extin-
guir el contrato, pero no se trataba
de una jubilación por edad, sino de
un despido objetivo por ineptitud.
Además, el Tribunal Supremo man-
tenía la nulidad de las cláusula de
jubilación forzosa pactadas tanto en
los convenios colectivos como en los
contratos individuales de trabajo.
2º- La Ley 8/1.980, de 10 de marzo,
del Estatuto de los Trabajadores, su-
pone la irrupción en nuestra legisla-
ción laboral de la jubilación forzosa.

Concretamente, la Disposición Adi-
cional Quinta establecía, bajo el sig-
nificativo título "límite máximo de la
edad para trabajar", en su párrafo
primero que la capacidad para traba-
jar tendrá el límite máximo de edad
que fije el Gobierno en función de
las disponibilidades de la Seguridad
Social y del mercado de trabajo y
que, de cualquier modo, la edad má-
xima será de sesenta y nueve años
y, en su párrafo segundo, que en la
negociación colectiva podrán pactar-
se libremente edades de jubilación.
Se establece, por tanto, en un con-
texto social de crisis económica y
elevadísimos niveles de desempleo,
la jubilación forzosa por edad, con
un límite máximo de sesenta y nueve
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años, edad que puede ser rebajada
tanto por el Gobierno como por los
convenios colectivos. El Tribunal
Constitucional se enfrentó pronto a
la Disposición Adicional Quinta y dic-
tó dos sentencias muy importantes
en esta materia:
- En la sentencia nº 22/1981, de 2 de
julio, referida a la fijación de un lími-
te máximo de edad para la capaci-
dad de trabajar, el Tribunal Constitu-
cional, tras repasar su propia doctri-
na sobre la desigualdad y la discri-
minación, encuentra una justifica-
ción admisible para la jubilación for-
zosa en la política de empleo y con-
cluye admitiendo la constitucional
genérica de la jubilación forzosa por
edad. En cuanto a su constitucionali-
dad concreta, la somete a dos requi-
sitos, que son que no suponga, en
ningún caso, la amortización del
puesto de trabajo, y que el trabaja-
dor jubilado haya completado los re-
quisitos que se exigen para acceder
a la pensión de jubilación. 
- En la sentencia nº 58/1985, de 30

de abril, el TC se plantea la constitu-
cionalidad del segundo párrafo de la
DA 5ª, que es el que permite el esta-
blecimiento de cláusulas de jubila-
ción forzosa en los convenios colec-
tivos, y reconoce validez a la norma

afirmando que no puede considerar-
se inconstitucional que el legislador
permita que por medio de los conve-
nios puede establecerse un límite
temporal al derecho individual al tra-
bajo, en la medida en que no se es-

adebateDICIEMBRE 2006

Carlos Contreras de Miguel

a r t í cu los  co laborador

b o l e t í n  i n f o r m a t i v o 19

ABEL F. ROS / ENFOQUE



tablezca sin compensación para el
afectado, que debe pasar a percibir
pensión de jubilación. Existe una di-
ferencia importante respecto a la
sentencia anterior, y es que se sigue
exigiendo el requisito de que el tra-
bajador jubilado puede tener acceso
a la pensión de jubilación, pero no
se menciona el otro requisito, que

era la garantía de que no se produz-
ca la amortización del puesto de tra-
bajo, requisito que desapareció co-
mo tal de las posteriores sentencias
del Tribunal Constitucional y del Su-
premo.
3º- En el nuevo Estatuto de los Tra-
bajadores, texto refundido de 1.995,
la regulación de la jubilación forzosa

pasa a la Disposición Adicional Déci-
ma, que bajo el mismo epígrafe ("lí-
mite máximo de edad para trabajar")
establece, en su párrafo primero,
que dentro de los límites y condicio-
nes establecidos en este precepto la
jubilación forzosa podrá ser utilizada
como instrumento para realizar una
política de empleo, en su párrafo se-
gundo que la capacidad para traba-
jar, así como la extinción de los con-
tratos de trabajo, tendrá el límite má-
ximo de edad que fije el Gobierno en
función de las disponibilidades de la
Seguridad Social y del mercado de
trabajo, y en su párrafo tercero que
en la negociación colectiva podrán
pactarse libremente edades de jubi-
lación sin perjuicio de lo dispuesto
en materia de Seguridad Social a es-
tos efectos. La principal novedad de
esta nueva norma es que desapare-
ce la idea de que existe una máxima
edad (69 años) para la capacidad de
trabajar y para la extinción de los
contratos de trabajo. 
- En el plano del Derecho Europeo
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También debe citarse, por su impor-
tancia en la materia, la Directiva
2000/78, de 27 de noviembre de
2.000, relativa al establecimiento de
un marco general para la igualdad
de trato en el empleo y la ocupación.
Esta directiva contempla la discrimi-
nación por edad, y considera que en
determinadas circunstancias se pue-
den justificar diferencias de trato por
razón de edad, pero éstas requieren
disposiciones específicas que han
de estar orientadas a la consecución
de objetivos legítimos de política de
empleo, del mercado laboral y de la
formación profesional.
4º- El Real Decreto Ley 5/2.001, de
2 de marzo, de Medidas Urgentes de
Reforma del Mercado de Trabajo pa-
ra el incremento del Empleo y la Me-
jora de su Calidad, en su disposición
derogatoria única, derogó expresa-
mente la Disposición Adicional Déci-
ma del Estatuto de los Trabajadores,
lo cual quedó ratificado por la poste-
rior Ley 12/2.001, de 9 de julio. Esta
derogación planteó inicialmente pro-
blemas de interpretación en relación
con el párrafo tercero de la disposi-
ción derogada; es decir, se cuestio-
naba si con la nueva regulación que-
daba prohibido el establecimiento de
cláusulas de jubilación forzosa en
los convenios colectivos. La cues-
tión quedó zanjada por el Tribunal
Supremo en dos sentencias de Sala
General de 9 de marzo de 2.004, en
las que se mantiene la imposibilidad
de nuevas cláusulas de jubilación
forzosa, pues al haber desaparecido
la habilitación legal deberán prevale-
cer los artículos 4.2.C) y 17.1 del Es-
tatuto de los Trabajadores, que reco-
nocen el derecho de los trabajado-
res a no ser discriminados por razón
de edad.
5º- La última fase en esta evolución
viene representada por la actual-
mente vigente Ley 14/2.005, de 1 de
julio, sobre las cláusulas de los con-
venios colectivos referidas al cumpli-
miento de la edad ordinaria de jubi-
lación. Esta ley tiene un artículo úni-

co, que introduce en el Estatuto de
los Trabajadores una nueva Disposi-
ción Adicional 10ª que establece
que: "en los convenios colectivos
podrán establecerse cláusulas que
posibiliten la extinción del contrato
de trabajo por el cumplimiento por
parte del trabajador de la edad ordi-
naria de jubilación fijada en la nor-
mativa de la Seguridad Social, siem-
pre que se cumplan los siguientes
requisitos: a) Esta medida deberá
vincularse a objetivos coherentes
con la política de empleo expresa-
dos en el convenio colectivo,....b) El
trabajador afectado por la extinción
del contrato deberá tener cubierto el
período mínimo de cotización o uno
mayor si así se hubiere pactado en

el convenio colectivo, y cumplir los
demás requisitos exigidos por la le-
gislación de Seguridad Social para
tener derecho a la pensión de jubila-
ción en su modalidad contributiva ". 
II- EL RÉGIMEN JURÍDICO APLI-
CABLE A LAS CLÁUSULAS DE
LOS CONVENIOS COLECTIVOS.
1º- La primera diferencia esencial
respecto a la regulación anterior es
que la nueva norma sólo prevé el es-
tablecimiento de cláusulas de jubila-
ción en los convenios colectivos, lo
cual nos lleva a plantearnos varias
cuestiones respecto a ellos. En pri-
mer lugar, hay que recordar que en
nuestro Derecho Laboral no existe
una sola clase de convenios colecti-
vos, sino hasta tres, que son los

convenios colectivos estatutarios,
con valor normativo y que vinculan a
todos los empresarios y trabajado-
res incluidos en su ámbito de aplica-
ción, los llamados convenios extra-
estatutarios, que sólo producen
efectos para las partes que los han
suscrito y para los que puedan ad-
herirse a ellos con posterioridad y,
por último, los acuerdos marco o
acuerdos interprofesionales, que
son pactos por los que se regulan
materias, por lo general, de ámbito
superior al del convenio colectivo,
como la estructura de la negociación
colectiva, las reglas para resolver
posibles conflictos de concurrencia
entre varios convenios o, cualquier
otra materia concreta. Pues bien, en
cuanto a los primeros, no hay ningu-
na duda de que sí pueden incluir
cláusulas de jubilación forzosa. En
cuanto a los convenios extraestatu-
tarios, bajo la vigencia de la normati-
va anterior la doctrina venía admi-
tiéndolos también como vehículo ad-
misible para la implantación de este
tipo de cláusulas, pero en la regula-
ción actual hay una diferencia en la
redacción de la norma que parece
inclinar la balanza hacia la exclusión
de este tipo de convenios, porque
antes se decía "en la negociación
colectiva", y ahora "en los convenios
colectivos", lo que resulta una ex-
presión más concisa que parece
apuntar a los convenios colectivos
en sentido estricto, que son los esta-
tutarios. Por último, los acuerdos
marco o sobre materias concretas
son admisibles pero con la matiza-
ción de que la jubilación forzosa
siempre ha de estar vinculada a ob-
jetivos de política de empleo, y esta
vinculación resulta más difícil de
concretar cuanto más genérico sea
el ámbito de aplicación del instru-
mento negocial. 
- Esta inclusión de las cláusulas de
jubilación en los convenios estatuta-
rios (o en su caso acuerdos marco),
dotados de eficacia normativa, supo-
ne que la cláusula de jubilación que-

La Ley 14/05 exige
tajantemente para la

validez de las cláusulas
de jubilación forzosa

pactadas en los
convenios colectivos que

la medida se vincule a
objetivos coherentes de

política de empleo
expresados en el

convenio colectivo
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da sometida al mismo régimen que
las demás cláusulas normativas del
convenio. Así, puede tener eficacia
retroactiva si así lo dispone el con-
venio, será aplicable a la cláusula de
jubilación la prórroga tácita de la vi-
gencia del convenio prevista en el
artículo 86.3 y, en general, la vigen-
cia temporal del convenio determi-
nará la de la cláusula de jubilación.
Además, también el ámbito de apli-
cación del convenio colectivo deter-
minará el de la cláusula de jubila-
ción, de manera que con frecuencia
la posibilidad de aplicar o no a un
trabajador la jubilación forzosa de-
penderá de si le resulta o no de apli-
cación el convenio en el que se in-
cluye la correspondiente cláusula.
2º- Una vez examinados los instru-
mentos que pueden contener  las
cláusulas de jubilación, hay que deli-
mitar cuál puede ser el contenido de
estas cláusulas. Según el tenor lite-
ral de la DA 10ª lo que se puede pac-
tar es la extinción del contrato de
trabajo por el cumplimiento por parte
del trabajador de la edad ordinaria
de jubilación fijada en la normativa
de Seguridad Social, edad que es de
65 años en virtud del artículo
161.1.a) de la Ley General de la Se-
guridad Social. Esta vinculación a la
edad ordinaria de jubilación supone
otra novedad respecto a la regula-
ción anterior, al amparo de la cual se
había admitido la jubilación forzosa
anticipada, en casos en que el traba-
jador, sin haber alcanzado la edad
ordinaria de jubilación, podía tener
acceso a la prestación, por ejemplo
por aplicársele coeficientes reducto-
res (como ocurre con los trabajado-
res del mar o de la minería). Más
problemática resulta la situación
contraria, es decir, si pueden admi-
tirse cláusulas de jubilación forzosa
con edades superiores a los 65
años, aunque parece que no hay
motivo para excluirlas, ya que tales
cláusulas no contravienen la vincula-
ción a la política de empleo y fomen-
tarían una jubilación gradual y flexi-
ble.

3º- La Ley 14/05 exige tajantemente
para la validez de las cláusulas de
jubilación forzosa pactadas en los
convenios colectivos que la medida
se vincule a objetivos coherentes de
política de empleo expresados en el
convenio colectivo. Respecto al con-
tenido concreto de esos objetivos de
política de empleo, se plasmarán en
una cláusula de empleo, que tanto
se puede recoger junto a la cláusula
de jubilación forzosa, como en otro
lugar dentro del mismo convenio, o
incluso no es descartable que se
pueda pactar en otro instrumento ne-
gocial al que el convenio se remita,
pues se exige que los objetivos se
"expresen" en el convenio, pero no
que se "regulen".Estas dos cláusu-
las, la de empleo y la de jubilación,

en cuanto que están vinculadas en-
tre sí, deben ser valoradas conjunta-
mente, y esta valoración conjunta
lleva, en relación con la prohibición
de discriminación por razón de la
edad, a la necesidad de realizar un
juicio de proporcionalidad, a fin de
determinar si los referidos objetivos
de empleo justifican, por su conteni-
do concreto, la limitación de los de-
rechos fundamentales del trabajador
que la jubilación forzosa implica. 
4º- Otro requisito que establece la
actual norma es que el trabajador ju-
bilado forzosamente tenga cubierto
el período mínimo de cotización y
cumpla los demás requisitos exigi-

dos por la legislación de Seguridad
Social para tener derecho a la pen-
sión de jubilación en su modalidad
contributiva. Este requisito no se
contemplaba se manera expresa en
las anteriores disposiciones adicio-
nales quinta y décima, pero sí se so-
lía incluir en las cláusulas de los
convenios colectivos.
III- NATURALEZA JURÍDICA DE LA
EXTINCIÓN DEL CONTRATO DE
TRABAJO POR JUBILACIÓN FOR-
ZOSA. SU IMPUGNACIÓN.
En este punto, la discusión se centra
en si se trata de un término final del
contrato, que opera de manera auto-
mática cuando el trabajador alcanza
la edad fijada para la jubilación for-
zosa, o si se trata de una facultad
que se concede al empresario para
poder desistir del contrato cuando el
trabajador alcanza una determinada
edad. Actualmente, al haber estable-
cido el legislador de manera expresa
la vinculación al empleo, no parece
posible mantener este último criterio,
pues si se deja la decisión al arbitrio
del empresario podrían frustrarse
esos objetivos de empleo expresa-
dos en el convenio colectivo. 
En cuanto a la impugnación de la de-
cisión extintiva por el trabajador, pa-
rece claro que ésta ha de llevarse a
cabo por medio de la acción de des-
pido, lo que lleva al problema de ca-
lificar como despido improcedente o
nulo la extinción de la relación labo-
ral en el caso de que finalmente se
determine que la jubilación no esta-
ba amparada por una cláusula con-
vencional de jubilación forzosa. La
jurisprudencia inmediatamente ante-
rior a la Ley 14/05 (por ejemplo, las
sentencias del Tribunal Supremo de
2-11-04 y 20-12-04) se inclinaba por
la calificación de improcedencia,
pues se entendía que una jubilación
forzosa ilícita constituía un trato de-
sigual injustificado, pero no una au-
téntica discriminación por razón de
edad. En cambio, la nueva norma sí
parece apuntar a la nulidad, puesto
que admite el carácter discriminato-
rio de la jubilación forzosa ilegal. 

Otro requisito que
establece la actual norma

es que el trabajador
jubilado forzosamente
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mínimo de cotización y

cumpla los demás
requisitos exigidos por la
legislación de Seguridad

Social para tener derecho a
la pensión de jubilación en
su modalidad contributiva

adebate DICIEMBRE 2006

Carlos Contreras de Miguel

a r t í cu los  co laborador

22 b o l e t í n  i n f o r m a t i v o



IV- LAS SITUACIONES DE TRAN-
SITORIEDAD
La Disposición Transitoria Única de
la Ley 14/05 contiene el régimen apli-
cable a las cláusulas de jubilación
establecidas en convenios colectivos
anteriores a la Ley, y establece que
se considerarán válidas siempre que
se garantice que el trabajador afecta-
do tenga cubierto el período mínimo
de cotización y que cumpla los de-
más requisitos exigidos por la legisla-
ción de la Seguridad Social para te-
ner acceso a la pensión de jubilación
en su modalidad contributiva. Ade-
más, añade en su párrafo segundo
que lo dispuesto en el párrafo ante-
rior no afectará a las situaciones jurí-
dicas que hubieran alcanzado firme-
za antes de la citada entrada en vi-
gor. Esta disposición transitoria no
supone la aplicación retroactiva de la
nueva regulación (se omite toda refe-
rencia a objetivos de política de em-
pleo), ni tampoco se mantiene transi-
toriamente el régimen anterior, sino

que vuelve a un régimen similar al de
la primera DA 10ª, con la única mati-
zación de la referencia a la edad or-
dinaria de jubilación. Por último, se
exceptúan de este régimen, y por
tanto serán válidas en todo caso, las

situaciones jurídicas que hubieran al-
canzado firmeza, es decir, las jubila-
ciones producidas al amparo de una
norma anterior no impugnadas por el
trabajador o confirmadas por senten-
cia firme. 
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Antes era el empresario el que valoraba si un trabajador tenía la aptitud mínima para seguir trabajando.
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Diez números de una publica-
ción pueden parecer pocos, pe-
ro si se tiene en cuenta las ca-
racterísticas de esta revista, se
podría decir que es un número
considerable. 
Es un reto conseguido por parte
de una asociación que comenzó
su andadura enfrentándose a nu-
merosos obstáculos, por esta ra-
zón es un motivo de orgullo se-
guir tras cinco años editándola y

habiendo recibido el reconoci-
miento y la felicitación de nume-
rosas entidades.
Es muy de agradecer el apoyo
de los colaboradores y patrocina-
dores, que desde el primer día
creyeron en ella y la apoyaron
con sus artículos y sus publicida-
des. Sin ellos y sin los graduados
sociales que la respaldan, no hu-
biera sido posible y esperamos
que continue como hasta ahora.
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la revista ADEBATE, editada en el mes
de junio de 2006. EDITA ENFOQUE COMUNI-
CACIÓN

El mes de diciembre de 2006 ve salir a la calle otro
número más de la revista Adebate. Parece que fue
ayer, pero ya son 5 años editando esta publicación.
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1) ASPECTOS GENERALES
En el Ordenamiento Jurídico español
se encuentran muchas normas que
están destinadas a la protección del
trabajador, y a la protección de su se-
guridad en el trabajo:
a) La Constitución Española, en sus
artículos 15, 40.2 y 43, que son de
aplicación directa.
b) En el ámbito internacional: en el se-
no de la OIT hay varios Convenios,
como el nº 148 (de 20 de Junio de
1977) sobre riesgos de contamina-
ción, y el nº 22 (de Junio de 1981) so-
bre seguridad y salud. También está la
Carta Social Europea. Y en el ámbito
comunitario tenemos unas 50 Directi-
vas, entre las que destacan la de 25
de Julio de 1977 (señalización de ries-
gos en las empresas), la de12 de Ju-
nio de 1989 (Directiva Marco), la de 30
de Noviembre de 1989 (equipos de
trabajo) o la de 29 de Mayo de 1990
(plantillas de visualización).
c) La Ley General de la Seguridad So-
cial, de 20 de Junio de 1994, en sus
artículos 115, 123 y 195.
d) El Estatuto de los Trabajadores, en
sus artículos 4.2-d) y e), 5 y 19.
e) Ley General de Sanidad, en su artí-
culo 21.
f) La Ley 31/95, de Prevención de
Riesgos Laborales, que es la norma
más importante sobre la seguridad en
el trabajo, en sus artículos 42.1.1 y 4,
4, 9, 14, 28, 29, 45 a 50.
g) El Real Decreto 39/96, de 17 de
Enero, sobre los servicios de preven-
ción de riesgos laborales, que desa-
rrolla la anterior Ley, así como la Or-
den de 16 de Junio de 1996 de desa-
rrollo.
h) En el campo de la construcción
existen otras normas reguladoras de
aspectos relacionados con la seguri-
dad en el trabajo, entre las que desta-
can la Ley de Ordenación de la Edifi-
cación 38/99, o el R.D. 1627/97.
A) PRINCIPIO DE INTERVENCIÓN
MÍNIMA.
Como ya se conoce, el Derecho Penal
se rige por el principio de intervención
mínima, por el cual aquél es la "ultima
ratio", solo se acude al mismo cuando

el resto del sector del ordenamiento
jurídico se ha mostrado ineficaz para
salvaguardarlo, tratando así de prote-
ger los bienes jurídicos más dignos de
protección.
La sentencia del Tribunal Supremo de
26 de Julio de 2000 ha dicho que el
ámbito ordinario de protección cuando
estamos ante la prevención de los
riesgos laborales es el del derecho la-
boral.
B) NORMA PENAL EN BLANCO.
Al igual que sucede con otros muchos

delitos recogidos en el Código Penal,
el que atenta contra la prevención la-
boral es también una norma penal en
blanco, por lo que hay que acudir a
otro sector del ordenamiento jurídico
para completar su contenido, debién-
dose definir en el tipo penal un primer
concepto básico de lo que va a ser la
conducta ilícita penal.
Así se redacta el actual artículo 316,
castigando a "los que con infracción
de las normas de prevención de ries-
gos laborales y estando legalmente
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obligados, no faciliten los medios ne-
cesarios para que los trabajadores de-
sempeñen su actividad con las medi-
das de seguridad e higiene adecua-
das, de forma que pongan así en peli-
gro grave su vida, salud e integridad fí-
sica".
Por tanto, tras decir como conducta
básica, que el delito consiste en "no
facilitar los medios necesarios", es
preciso que se infrinjan las normas de
prevención de riesgos laborales. Así lo
han precisado los Tribunales, y con-
cretamente la sentencia citada del Tri-
bunal Supremo de 26 de Julio de
2000, concretando que tal remisión
normativa no se ha de hacer solo a la
Ley 31/95, de 8 de Noviembre, sino a
todas las dictadas en la materia con
independencia del rango jerárquico
(por ejemplo, una norma reglamenta-
ria). Por tanto, la fuente normativa
puede ser legal o reglamentaria.
C) BIEN JURÍDICO PROTEGIDO.
La misma sentencia aclara que el bien
jurídico de los delitos contra los dere-
chos de los trabajadores es autónomo
(por eso está recogido en el Título XV
del Libro II del Código Penal), y tiene
una dimensión de protección indivi-
dual de los derechos fundamentales
reconocidos a los trabajadores en la
Constitución (artículos 35 y 40), frente
a la tesis de protección del orden so-
cioeconómico.
A su vez, el delito del artículo 316 con-
creta aún más ese bien jurídico, am-
parándose todo lo referente a la segu-
ridad e higiene en el trabajo (artículo
40.2 C.E.), y sancionándose penal-
mente cuando incumpliendo la norma-
tiva sobre esa materia, se cree un pe-
ligro concreto para la vida, salud o in-
tegridad física de los trabajadores.
Aquí se debe citar el principio de indis-
ponibilidad del bien jurídico, que con-
siste en que la seguridad e higiene es
un bien que no se puede disponer, al
ser colectivo y no individual, su titular
es la colectividad de trabajadores,
siendo un solo delito aunque afecte a
muchos trabajadores. El consenti-
miento otorgado por uno o varios de
los trabajadores afectados para la
puesta en peligro o para la lesión del
bien, consintiendo la omisión de las
medidas de seguridad por el empresa-
rio, carece de eficacia. En el ámbito le-
gal tenemos el artículo 2.2 de la LPRL
o el artículo 3.5 del ET, que establecen
que las disposiciones de la ley de pre-
vención de riesgos laborales es dere-
cho necesario mínimo indisponible.
Relacionados con el tipo penal que va-
mos a examinar y con bien jurídico ci-

tado, podemos mencionar, de forma
anticipada, una serie de principios a
añadir al de indisponibilidad:
1º) Principio de Seguridad (versus
Principio de Confianza).
En general, quien desarrolla una con-
ducta de riesgo común (ej: conducción
rodada), puede esperar que los de-
más se comporten conforme a las exi-
gencias del tráfico, sin que todo con-
ductor de un vehículo haya de prever
las infracciones reglamentarias de los
demás (Principio de confianza). Esto
tiene excepciones por aplicación del
Principio de seguridad, cuando se en-
cuentren con niños, ancianos o minus-
válidos psíquicos, en cuyos casos de-
be tenerse presente por el autor la
presunta inconsciencia, desconoci-
miento, impulsividad, y los cambios de
actitud de aquéllos, pues es el princi-
pio de seguridad y no el de confianza
el que inspira el código de circulación.
En los siniestros laborales no es tam-
poco aplicable el principio de confian-
za, pues el deber de cuidado impuesto

legalmente al empresario responde al
patrón de "defensa" y de "seguridad"
sobre los bienes protegidos de los tra-
bajadores, cuyas distracciones e im-
prudencias temerarias han de estar
también previstas por aquél. Esto  no
impedirá la aplicación de la concurren-
cia de su culpa con la de la víctima, y
la degradación, en su caso, de la im-
prudencia del empresario, pero sí la
dificultará.
2º) Principio de protección del trabaja-
dor.
Conectado con el anterior, se encuen-
tra este principio, de protección del
trabajador frente a sus propias impru-
dencias profesionales. Así lo disponen
los siguientes artículos: el 40.2 de la
C.E.; los artículos 14, 15.1-i), 3 y 4, y
18 de la LPRL; y el artículo 19.4 del
E.T., cuando al empresario se le impo-

ne el tener que prever las impruden-
cias no temerarias del trabajador (STS
5-9-01). El trabajador, por comodidad
o por estar habituado al riesgo, nor-
malmente no cumple las medidas de
seguridad.
A su vez el trabajador tiene el deber
de observar también las medidas de
seguridad, en los artículos 5.b) y c), y
19.2 del E.T., y el artículo 29.1 de la
LPRL.
2)  ELEMENTOS OBJETIVOS
DEL DELITO.
A) CONDUCTA TÍPICA OMISIVA.
Como ya hemos visto, la conducta típi-
ca es omisiva, y consiste en "no facili-
tar los medios necesarios para que los
trabajadores desempeñen su activi-
dad con las medidas de seguridad e
higiene adecuadas".
Dentro del término "facilitar los medios
necesarios" se puede interpretar en un
doble sentido:
a) Sentido restringido: serían exclusi-
vamente los medios materiales y equi-
pos de protección individual o colecti-
vos (casco, cinturón de seguridad,
etc.). En este caso solo serían autores
los empresarios y sus delegados en la
obra, y no los Arquitectos Superiores
(AS) ni los Aparejadores o Arquitectos
Técnicos (AT), al no estar obligados a
facilitar personalmente tales medios.
b) Sentido amplio: serían medios ne-
cesarios cualquiera que suponga una
medida de seguridad, cupiendo aquí
como tal junto a los medios materia-
les, los personales, los organizativos y
los directivos, pudiéndose incluir la fal-
ta de formación e información previa a
los trabajadores, los defectos de orga-
nización en el trabajo, la dirección ina-
decuada, y hasta no acordar la parali-
zación de la obra. La tendencia juris-
prudencial se decanta en este segun-
do sentido, pudiendo ser autores de
este delito también los AS o los AT.
B) CONSUMACIÓN: PELIGRO CON-
CRETO.
Este peligro concreto ha de ser "gra-
ve" para la vida, salud o integridad físi-
ca de los trabajadores. Si fuese "leve",
quedaría impune el hecho, al no pre-
ver el legislador esta conducta como
"falta penal". Las infracciones leves
del artículo 46 de la LPRL quedarían
fuera del tipo penal al ser infracciones
administrativas leves. Al tipo penal so-
lo le interesa el hecho cuando ha su-
puesto una infracción "muy grave" a la
normativa sobre seguridad laboral, o
cuando se trate de infracción "grave"
si el sujeto infractor es reincidente, y
eso ha creado un peligro concreto pa-
ra la vida, salud o integridad física del
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trabajador, sin ser necesaria la pro-
ducción de un resultado mortal o lesi-
vo, al encontrarnos ante un delito de
"peligro" y no de resultado. Aquí juega
un papel fundamental los informes o
actas de infracción de la Inspección de
Trabajo, pues suele ser el elemento
originador de una causa penal, en los
casos citados de infracción muy grave
o grave, si en éste último caso hubiese
reincidencia.
C)SUJETOS ACTIVOS: PERSONAS
FÍSICAS Y JURÍDICAS.

Para ser sujeto activo de este delito
se exigen unos requisitos legales, en
parte ya examinados:
a) Infringir las normas de prevención
de riesgos laborales.
b) Estar legalmente obligado a facilitar
los medios necesarios para las medi-
das de seguridad a los trabajadores.
c) Omitir tal obligación, de forma dolo-
sa o imprudente.
d) Que se genere un peligro grave pa-
ra la vida, salud o integridad física de
los trabajadores.
Por la Doctrina y por la Jurisprudencia
se exigen una serie de requisitos para
poder ser imputado por este delito,
que quedarían englobados en el si-
guiente concepto de sujeto activo: "los
que por disposición legal o por asumir-

lo de hecho, o por haber delegado en
él los que estén legalmente, les co-
rresponda una actividad de control y
vigilancia sobre la seguridad en el tra-
bajo, cuando tengan facultades de di-
rección (propia o delegada), gozando
de autonomía de actuación y poderes
para suspender la obra en caso de in-
cumplimiento de las medidas de segu-

ridad, siempre que le sea objetiva-
mente imputable el resultado (o peli-
gro) producido".
Los requisitos a añadir al concepto le-
gal serían:
1º) Tener funciones directivas en la ac-
tividad laboral y la seguridad en el tra-
bajo ("alta" o "intermedia" dirección,
no los meros ejecutores).
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2º) Tener facultades de actuación au-
tónoma (ordenar o disponer por sí
mismo).
3º) Disponer del derecho-deber de po-
der paralizar la obra ante el incumpli-
miento de la medida de seguridad.
4º) El resultado típico ha de serles im-
putable objetivamente (haber creado
con su omisión un riesgo jurídicamen-

te desaprobado).
De lo expuesto se puede anticipar
quiénes pueden ser autores y quiénes
no:
Pueden ser autores:
1) El empresario-constructor (contra-
tista o subcontratista).
2) Encargados del empresario en la
obra: alto personal directivo, y man-

dos intermedios, no los meros ejecu-
tores de las órdenes recibidas: serían
el encargado o jefe de la obra.
3) Los Arquitectos Superiores y los Ar-
quitectos Técnicos, ya sean en su
condición de "coordinador de la obra",
como proyectistas o como integrantes
de la dirección facultativa. 
No pueden ser autores de los artículos
316 y 317, o hay dificultades jurídicas
para considerarlos como tales (sin
perjuicio de sus responsabilidades por
el resultado de imprudencia acaeci-
do):
1) El promotor. 
Es el elemento personal inicial de todo
proceso productivo. Según el artículo
2 del RD 1627/97, es cualquier perso-
na física o jurídica por cuenta de la
cual se realiza una obra (el dueño de
la obra). A su vez, el artículo 9 de la
LOE da un concepto más amplio,
cuando dice que es la persona física o
jurídica que decide, impulsa, progra-
ma y financia con recursos propios o
ajenos la edificación, lo que lo convier-
te en un empresario mercantil.
Está sujeto a responsabilidad adminis-
trativa (artículo 45 de la Ley 31/95), ci-
vil, al menos como responsable subsi-
diario (artículos 116 y siguientes del
Código Penal). Es más complicada la
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admisión de la responsabilidad penal,
al decirse que "no está legalmente
obligado a facilitar las medidas de se-
guridad".
No hay duda de la asunción de res-
ponsabilidad penal cuando sea pro-
motor-constructor, y por tanto, contra-
tista, pues en tal caso se le aplicaría
íntegramente el régimen de éstos. El
problema surge cuando sea única-
mente promotor (particular, empresa
inmobiliaria, la Administración Pública,
sociedad cooperativa, gestor de coo-
perativa). En tal supuesto, debería
responder penalmente si falta, de for-
ma dolosa o imprudente, al cumpli-
miento de sus obligaciones básicas,
recogidas en el RD 1627/97.
2) Los capataces de obra o los meros
ejecutores de órdenes, al carecer de
facultades de dirección, así como de
los demás requisitos vistos.
3) Los "servicios de prevención": ya
sean los "propios" trabajadores de la
empresa, como los "externos o contra-
tados" (artículo 31 de la LPRL, y el De-
creto 39/97, de 17 de Enero). En ge-
neral, carecen de facultades deciso-
rias, y sus funciones se centran en
"apoyar y asesorar" a las empresas
que los contratan en la evaluación de
riesgos, formación e información a los
trabajadores. En rigor, no están legal-
mente obligados a adoptar material-
mente las medidas de seguridad, ni fa-
cilitarlos. Caso distinto sería que la
empresa delegase en tales "servicios"
las funciones de ejecución o cumpli-
miento de la seguridad, atribuyéndo-
les tareas que exceden del mero ase-
soramiento y apoyo. Algunos autores
sí les atribuyen responsabilidad penal
en el artículo 316, pues ese "asesora-
miento" a la empresa es ya por sí una
medida de seguridad para el trabaja-
dor, y si no se asesora o se hace mal
podría tener responsabilidades pena-
les, pues es el que está generando
una omisión de unas adecuadas medi-
das de seguridad. Podría plantearse la
penalización de la imprudencia cuan-
do actuase de una forma poco diligen-
te ante un resultado de muerte o lesio-
nes de un trabajador en un accidente
laboral.
4) El Delegado de prevención: regula-
do en los artículos 35 y 36 de la LPRL:
son los representantes legales de los
trabajadores en materia de prevención
de riesgos laborales. En principio ca-
rece de autonomía directiva y no tiene
facultades de paralización de la obra,
solo puede proponerla. Se podría tam-
bién plantear una responsabilidad pe-
nal por el resultado imprudente (delito
o falta) por omisión si conociendo la

omisión de esas medidas de seguri-
dad, no lo pone en conocimiento de
los "responsables".
5) El "Comité de seguridad y salud la-
boral"; regulado en los artículos 38 y
39 de la LPRL. Es el órgano paritario y
colegiado de participación formado
por los delegados de prevención y por
el empresario, y encargado de la con-
sulta regular y periódica de las actua-
ciones de la empresa en materia de
prevención de riesgos. Carece de au-
tonomía directiva y de facultades para-
lización de la obra.
1º)El empresario-constructor-contra-
tista o subcontratista. El contratista es
la persona física o jurídica que asume
contractualmente ante el promotor la
ejecución de las obras, y tendrá la
consideración de empresario a los
efectos de la normativa de prevención
de riesgos laborales. Según el RD
1627/97 sus obligaciones son 1) el re-
dactar el Plan de seguridad y salud, 2)
adoptar las medidas de emergencia,
3) y el deber de seguridad sobre los

propios trabajadores, los de las em-
presas subcontratistas y los de los tra-
bajadores autónomos contratados. El
subcontratista es la persona física o
jurídica que asume contractualmente
ante el contratista empresario principal
el realizar determinadas partes de la
obra. Sus obligaciones, a efectos del
citado RD se limitan al deber de segu-
ridad sobre sus propios trabajadores y
sobre los trabajadores autónomos que
haya contratado.
El empresario constructor es el primer
responsable del delito del artículo 316,
cuando se comprueben omisión de
medidas de seguridad, no pudiéndose
eximir de tal responsabilidad aunque
haya delegado o nombrado un "res-
ponsable de seguridad en el trabajo",
si le son imputables omisiones "in vigi-
lando" o "in eligendo". Pueden ser va-
rios empresarios contratistas y sub-

contratistas a la vez responsables
(responsabilidad en cascada). El artí-
culo 14.2 de la LPRL regula una res-
ponsabilidad objetiva al imponer al
empresario el deber de adoptar las
medidas necesarias para la seguridad
y salud de los trabajadores.
2º) Arquitectos Técnicos o Aparejado-
res.
Los AT o A son también responsables

y posibles autores del delito del artícu-
lo 316, al igual que de los artículos
142, 152 y 621 del Código Penal, que
se deriva de sus deberes genéricos
del artículo 1-A-3 del Decreto de 19 de
Febrero de 1971, que regula sus facul-
tades y competencias en las obras:
"controlar las instalaciones provisiona-
les, los medios auxiliares de
construcción y los sistemas de protec-
ción, exigiendo el cumplimiento de las
disposiciones  vigentes sobre seguri-
dad en el trabajo". Estas funciones re-
lacionadas con las medidas de seguri-
dad laboral viene exigido tanto por la
norma, como, en su caso, por vía con-
tractual, asumiendo la función de CS
en la fase de ejecución, de acuerdo
con el empresario (artículo 2.f) y 9 del
RD 1627/97), redactando el plan de
seguridad y salud.
La función del AT está íntimamente li-
gada a la de Coordinador de Seguri-
dad, el cual es aquel técnico compe-
tente integrado en la dirección faculta-
tiva, designado por el promotor (que
no queda eximido de sus responsabili-
dades) para realizar las tareas previs-
tas en el artículo 9 del RD 1627/97,
siendo necesaria su presencia, sobre
todo en la fase de ejecución de la
obra, cuando intervienen más de una
empresa y/o trabajadores autónomos
(artículo 24 de la LPRL, y 2.1.f) del
RD). Si no se da esta pluralidad, sus
funciones las realiza la dirección facul-
tativa. Se trata el CS de una figura no-
vedosa introducida por el RD citado,
para la fase de proyecto como para la
fase de ejecución de la obra.
3º) El Arquitecto Superior.
Pueden ser autores del artículo 316, al
igual que de los resultados por impru-
dencia, por incumplimiento del "deber
genérico de control" que deben tener
sobre el incumplimiento de las obliga-
ciones que en seguridad laboral co-
rresponden al A., o por no haber orde-
nado la paralización de la obra cuando
fuera procedente.
Los AS alegan para no ser autores de
los citados delitos el que la adopción,
vigilancia y control de las medidas de
seguridad no es materia de su compe-
tencia, sino de los AT. No obstante es-
to es discutible, pues es reiterada la
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Jurisprudencia del TS en los delitos de
imprudencia en accidentes laborales
en la que se condena a los AS cuando
incumplen sus obligaciones de direc-
tores de ejecución de obra, entre las
que se incluye el control de las nor-
mas de seguridad para los trabajado-
res, sin que les exonere de esto la
existencia de una reglamentación (D.
265/71) que encomienda esta función
a los AT. La responsabilidad del AS
viene dada por su falta de control so-
bre el AT, por una pasividad ante el in-
cumplimiento de normas de seguridad
(SSTS 26-10-93 y 18-1-95).
En resumen habría que decir que de
modo reiterado se ha declarado que
cuantos dirigen y se hallan al cuidado
de una obra deben impartir diligente-
mente las instrucciones oportunas, de
acuerdo con las ordenanzas, a fin de
que el trabajo se realice con las ade-
cuadas medidas de seguridad de
cuantos trabajadores participen en la
ejecución de los diversos trabajos su-
jetos a riesgos que es preciso evitar,
poniendo a contribución cuantas pre-
visiones y experiencias técnicas sean
concurrentes a tal fin, sin que puedan
bastar advertencias generales, sino
atendiendo a cada situación con el de-
bido cuidado (sentencia del Tribunal
Supremo de 15 de Julio de 1992).
Todas esas obligaciones competen a
todas aquellas personas que desem-
peñen funciones de dirección o de
mando en una empresa y tanto sean
superiores, intermedias o de mera eje-
cución, y tanto las ejerzan reglamenta-
riamente como de hecho (sentencia
del Tribunal Supremo de 12 de Mayo
de 1981), las cuales tienen obligación
de exigir a los obreros coactiva e im-
perativamente el cumplimiento cabal y
exacto de las cautelas y prevenciones
dispuestas en las normas de seguri-
dad e higiene (sentencia del Tribunal
Supremo de 9 de Mayo de 1977).
A continuación se van a citar, como
anticipo, los diversos términos en los
que se han visto englobadas personas
que se han considerado responsables
de esta figura penal: director de fábri-
ca, jefe de seguridad, encargado de
formación, encargado de seguridad,
propietario de la nave o lugar de traba-
jo, encargado de la obra, vigilante de
seguridad, delegado de prevención,
promotor de la obra, contratista, sub-
contratista, representante legal o ge-
rente de la empresa, administrador de
hecho o de derecho, encargado de
mantenimiento y de personal, jefe de
taller, aparejador o arquitecto técnico,
arquitecto superior. Entre los citados

están incluidos los llamados "técnicos
de prevención", entre los que se pue-
den incluir: el arquitecto técnico, el de-
legado de prevención, jefe o vigilante
de seguridad, encargado de forma-
ción.
D) SUJETO PASIVO.
Es el trabajador cuya vida, salud o se-
guridad se pone en peligro grave, co-
mo consecuencia de la infracción de
la normativa específica al respecto,
excluyéndose el peligro ocasionado a
terceros. También se plantea aquí la
posible culpa de la víctima y su inci-
dencia en la calificación del delito y en
la responsabilidad civil.
Se han fijado unos criterios generales
en los siniestros laborales, a seguir en
este punto, que son aplicables ante
posible concurrencia de conductas im-
prudentes (que no dolosas), y que son
los siguientes (SSTS de 30-12-87, 17-
5-01, 30-6 y 30-7-00, y 6-11-01):
1) Irrelevancia de la culpa de la vícti-
ma trabajador: a su vez se distingue:

a) Si el deber de cuidado que infringe
la víctima es consecuencia de las di-
rectrices y organización del empresa-
rio, responderá éste íntegramente en
la omisión de medidas de seguridad.
b) Si el deber de cuidado infringido por
la víctima es claramente una conse-
cuencia de su habituación al riesgo
del concreto trabajo realizado, tampo-
co cabrá hablar de exoneración de la
responsabilidad del empresario, ni de
su atenuación.
c) Si el deber de cuidado infringido por
la víctima incide en la misma finalidad
de protección de la norma que impone
el cuidado al empresario, o cuando la
infracción del trabajador está abarca-
da por la infracción del deber de cui-
dado del empresario, deberá éste res-
ponder pese a la imprudencia de
aquél (que normalmente será leve),
pues el empresario debe prever y vigi-

lar las posibles distracciones o negli-
gencias no temerarias que conforma-
rían la imprudencia profesional del tra-
bajador (artículo 15.4 de la LPRL).
2) Relevancia parcial de la culpa de la
víctima, que supondría una "concu-
rrencia de culpas" (estos supuestos
de relevancia son difíciles de aplicar
por la amplitud del deber de cuidado
que les compete en relación con el
que se impone al trabajador víctima):
si el comportamiento de la víctima su-
pone una violación de sus deberes de
cuidado, aumentando el riesgo de for-
ma imprevisible para el empresario,
degradaría la responsabilidad penal y
civil de éste, pasando de la impruden-
cia grave a la leve.
3)Relevancia total de la culpa de la
víctima:
a) En casos de total imprevisibilidad
derivados de comportamientos delibe-
rados del trabajador que el empresa-
rio no puede prever, quedaría reduci-
da la conducta de éste a la de simple
infracción administrativa. Ejemplo: el
empresario que aún cumpliendo bási-
camente el deber de suministrar los
medios de seguridad, incumple los de-
beres de control sobre el uso de los
cascos y un operario suicida se arroja
sin el casco bajo una máquina y falle-
ce. Es evidente que el resultado letal
se hubiera producido aún cuando no
se hubiera infringido el deber de cui-
dado del empresario.
b)Si el deber de cuidado de la víctima
infringido no guarda relación con el
cuidado que incumbe al patrono, será
clara la atipicidad de la conducta de
éste: sería una "culpa exclusiva extra-
profesional del trabajador, que el Tri-
bunal Supremo dice que se rompe el
nexo causal.
3) ELEMENTO SUBJETIVO: DO-
LO E IMPRUDENCIA.
La Jurisprudencia ha tenido ocasión
de pronunciarse sobre cuando se dan
las dos formas de culpabilidad en este
delito, teniendo en cuenta que el artí-
culo 316 regula la forma dolosa, y el
artículo 317 la forma culposa.
-Audiencia Provincial de Teruel,
sentencia de 31 de Enero de 2000.
El dolo en este delito se integra: a) por
un elemento cognoscitivo o conciencia
por el agente de que existe un deber
de facilitar los medios necesarios para
que los trabajadores desempeñen su
actividad con las medidas de seguri-
dad adecuadas, b) por el elemento vo-
litivo consistente, no por la intención
de que se produzca resultado lesivo
alguno, sino en que pese a saber que
debe facilitar esos medios y conocer

En general, quien
desarrolla una conducta

de riesgo común (ej:
conducción rodada), puede
esperar que los demás se
comporten conforme a las
exigencias del tráfico, sin
que todo conductor de un

vehículo haya de prever las
infracciones reglamentarias

de los demás 
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que con ello se crea un riesgo para el
trabajador, no actúa, omite o demora
voluntariamente la adopción de esas
medidas de seguridad que la ley le im-
pone.
La STS de 17-10-01 condenó por un
homicidio por imprudencia grave, al
darse todos los elementos de ésta: a)
previsión de un resultado dañoso, b)
resultado no querido, c) que infrinja
una esencial norma de cuidado, d)
causación de un resultado que sea
una infracción legal, e) enlace lógico
entre la actividad inicial y el resultado.
El arranque ha de fijarse en el deber
de cuidado que, a su vez, ha de tener
base inicial en el dato objetivo de la
mayor o menor peligrosidad de la ac-
ción u omisión que se emprende o no
se evita. En la obra había solo dos ta-
blones de 20 centímetros de ancho
para el paso, sin barandillas, ni cintu-
rones ni pasarelas. Esto supone una
flagrante falta de cuidado por quien te-
nía la obligación ineludible de dotar de
esas medidas de seguridad al lugar
donde tenían que pasar los obreros,
por lo que procede condenar al único
propietario y titular de la empresa, que
además era el encargado de la obra. A
mayor peligro potencial, mayor exi-
gencia de precaución o cuidado.
4) CONCURSOS.
- Tribunal Supremo, sentencia de 14
de julio de 1999.
Existe concurso entre el artículo 317 y
la imprudencia, pues el resultado pro-
ducido (el fallecimiento de un obrero)
no agotó la posible producción de
otros resultados lesivos derivados de
las situaciones de peligro creadas, al
entender el Tribunal de instancia que
la situación de peligro en que se en-
contraban trabajando la generalidad
de los que desempeñaban sus funcio-
nes en la obra integra el tipo concreto
del artículo 317. 
El Tribunal Supremo dice que cuando
como consecuencia de la infracción
de normas de prevención de los ries-
gos laborales, se produzca el resulta-
do que se pretendía evitar con ellas
(muerte o lesiones del trabajador), el
delito de resultado absorberá al de pe-
ligro (artículo 8.3 del código penal),
como manifestación lógica de la pro-
gresión delictiva; pero cuando (como
sucede en estos autos) el resultado
producido constituye solo uno de los
posibles resultados de la conducta
omisiva del responsable de las medi-
das de seguridad, pues en la misma
situación de peligro se encontraba tra-
bajando la generalidad de los que de-
sempeñaban sus funciones en la obra,
es más  correcto el concurso ideal de

delitos, a través del cual se impone la
pena del delito más grave en su mitad
superior, salvo que sea más favorable
penarlos por separado.
5) PENA PRINCIPAL Y ACCESO-
RIA.
El delito del artículo 316 del código pe-
nal lleva como pena la prisión de 6
meses a tres años y multa de seis a
doce meses. A su vez, al imponerse
privativa de libertad, ésta lleva apare-
jada como pena accesoria la inhabili-
tación especial para el ejercicio del
cargo o profesión relacionado con el
delito.
- Audiencia Provincial de Madrid,

sentencia de 30 de Julio de 1999.
Se impone la pena accesoria de inha-
bilitación especial para el ejercicio de
la profesión de jefe y de encargado de
obra durante el tiempo de la condena,
pues el homicidio por imprudencia
grave lo cometió en el ejercicio de es-
pecífico de las labores de jefe de obra.
Esta sentencia se pone solo a título de

ejemplo, pues todas las que se han
visto que condenan por los delitos del
artículo 316 y de lesiones o muerte im-
prudentes, llevan consigo la acceso-
ria.
6) RESPONSABILIDAD CIVIL Y
SU ASEGURAMIENTO.
Los delitos que estamos analizando,

si se produce un resultado lesivo para
las personas o dañoso para las cosas,
conllevan la obligación de indemnizar
la responsabilidad civil a cargo de los
responsables, la cual suele estar cu-
bierta por el correspondiente seguro
de responsabilidad civil.
- Tribunal Supremo, sentencia de 14

de Julio de 1999.
Se denuncia por el condenado la in-
fracción del artículo 120.4 del código
penal, al haber condenado a la empre-
sa del penado como responsable civil
directo cuando la literalidad del pre-
cepto parece indicar que tal responsa-
bilidad es subsidiaria. El Tribunal Su-
premo dice que siguiendo las pautas
de la Jurisprudencia civil, que cuando
hay varios responsables civiles (el
acusado, su empresa y la compañía
de seguros), por aplicación de los artí-
culo 1902 y 1903 del código civil, en-
tiende que si todos ellos han de res-
ponder por la totalidad de la deuda,
debe apreciarse un vínculo de solidari-
dad entre los mismos, y esto va
abriendo camino a una interpretación
extensiva de la responsabilidad civil
subsidiaria, con la consecuencia de
apreciar el vínculo de la solidaridad
entre los deudores, sin perjuicio de las
relaciones internas entre ellos. No
obstante, la compañía de seguros ya
consignó el dinero.
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El empresario constructor
es el primer responsable
del delito del artículo 316,
cuando se comprueben
omisión de medidas de

seguridad, no pudiéndose
eximir de tal

responsabilidad aunque
haya delegado o nombrado

un "responsable de
seguridad en el trabajo"
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Equipo de redacción:
- Pilar Sánchez García
- Mª Eugenia De La Cerra Martínez
- Pedro Martínez Cobacho
- José Aguilera Fructuoso
Coordinador:
- Pedro Saura Pérez
Emisión:
- Los jueves , cada 15 días, a partir
de las 19,00 horas en la Cadena Co-
pe (89.4fm)
Duración de programa:
15 Minutos Distribuidos De La  Forma
Siguiente:
- Presentación del programa, equi-

po y empresa colaboradora.
- Desarrollo del rema a tratar
- Espacio de respuestas a las pre-
guntas realizadas por los oyentes en
el contestador Automático de la Aso-
ciación.
- Despedida y agradecimiento a la
empresa colaboradora.
Programas emitidos:

22/05/06
"Novedades Legislativas Sobre La
Duracion Maxima De La Incapacidad
Temporal"
Colabora Muvale
5/06/2006
"Causas De Extincion Del Contrato
De Trabajo"
Colabora Muvale
19/06/06
"Novedades De La Reforma Laboral
Acordada Por El Gobierno Y Las Or-
ganizaciones Empresariales Y Sindi-
cales El Dia 9 De Mayo 2006"
Colabora Cajamurcia 
03/07/2006
"Las Vacaciones"
Colabora Cajamurcia
17/07/2006
"Complemento A La Prestacion Por
Incapacidad Temporal"
Colabora Cajamurcia
11/09/2006
"Sentencias Positivas En Los Contra-
tos A Tiempo Parcial"

Colabora Asepeyo
25/09/06
"Comentarios A La Reforma Laboral
Producida Por El Real Decreto Ley
5/2006 De 9 De Junio, Para La Mejo-
ra Del Crecimiento Y Del Empleo.
Colabora Asepeyo
05/10/06
¿Existe Relacion Laboral Aunque No
Haya Contrato?
Colabora Asepeyo
19/10/06
"La Sucesion De Empresa"
Colabora Asepeyo
02/11/06
"Responsabilidad Ante Errores De
Cotizacion"
Colabora Cajamurcia
16/11/06
"Extintores De Seguridad"
Colabora Cajamurcia
30/11/06
"La Violencia Psicologica" (Mobbing)
Colabora Cajamurcia

ANTENA LABORAL

La asociación de Graduados
Sociales de la Comarca de

Cartagena ha visto cumplido uno de
sus objetivos principales: sacar a la
luz el programa de radio «Antena

Labora» que se emite en la Cadena
Cope.
A través de él, la Asociación se da a
conocer y ofrece un servicio de in-
formación y asesoramiento al oyen-

te y también ofrece una imagen cla-
ra de la labor que realizan los profe-
sionales que pertenecen a la mis-
ma: los Graduados Sociales y diplo-
mados en Relaciones Laborales.
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La Unión Europea define la Responsabi-
lidad Social Corporativa como 'la integra-
ción voluntaria, por parte de las empre-
sas, de las preocupaciones sociales y
medioambientales en sus operaciones
comerciales y en las relaciones con sus
interlocutores'. Si con la incorporación de
estas prácticas en la cultura empresarial,
conseguimos además optimizar la cuen-
ta de gestión de cualquier organización,
podemos establecer que nos encontra-
mos ante una empresa u organización
sostenible'. 
La Responsabilidad Social Corporativa
contempla dos dimensiones: interna y
externa. En este sentido creemos impor-
tante centrar la atención en uno de los pi-
lares de nuestra política de responsabili-
dad social, como es la integración social

y laboral de personas discapacitadas, el
cual puede abarcar ambas dimensiones. 
En relación con las distintas normativas
al respecto, surgen las siguientes refle-
xiones:
La Ley 13/1982 de 7 de abril, de Integra-
ción Social de los Minusválidos (LISMI),
establece en su artículo 38 que 'las Em-
presas públicas y privadas que empleen
un número de trabajadores fijos que ex-
ceda de 50 vendrán obligadas a emplear
un número de trabajadores minusválidos
no inferior al 2 por 100 de la plantilla. 
Esta Ley, igual que la concienciación de
la sociedad y del mundo empresarial con
todo aquello referente a la responsabili-
dad social ha ido evolucionando hasta la
aprobación y publicación de posteriores
normativas. 
Entre ellas cabe destacar el Real Decre-
to 27/2000, de 14 de enero, y el posterior
Real Decreto 364/2005, de 8 de abril, las
cuales regulan el cumplimiento alternati-
vo de la obligación de reserva, a través
de medidas alternativas como la cele-
bración de contratos mercantiles o civi-
les con centros especiales de empleo o
trabajadores autónomos con discapaci-
dad, para el suministro de materias pri-
mas, maquinaria, bienes de equipo, o en
su caso la prestación de servicios ajenos
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ASEPEYO. MUTUA DE ACCIDENTES DE TRABAJO Y ENFERMEDADES PROFESIONALES DE LA SEGURIDAD SOCIAL Nº 151

CARTAGENA
Centro asistencial
Carlos III, 10-A
30201 Cartagena
Tel. 968 320 672
Fax 968 320 744

Objetivos cumplidos

En mi empresa nos propusimos reducir la siniestralidad laboral

implantando la cultura de la prevención, ofrecer a nuestros

empleados asistencia sanitaria de calidad y disponer del mejor

soporte para resolver con eficacia los trámites administrativos.

Me alegro de haber tomado la decisión acertada.

www.asepeyo.es

902 151 002

La ley ha ido evolucionando hasta llegar al Re-
al Decreto 364/2005, de 14 de enero. MTAS

EN LA EMPRESA



y accesorios para la actividad normal de
la empresa. 
Asimismo también se contempla la posi-
bilidad de realizar donaciones y acciones
de patrocinio a fundaciones o asociacio-
nes de utilidad pública para el desarrollo
de actividades de inserción laboral y de
creación de empleo de personas con
discapacidad. En cualquier caso todas
ellas medidas alternativas y excepciona-
les ante la imposibilidad de cumplimiento
de la cuota de reserva.
Transcurridos más de 24 años desde la
publicación de LISMI (Ley de Integración
Social de Minusválidos), la realidad nos
muestra que todavía es necesario desa-
rrollar disposiciones y reglamentos que
hagan compatible el cumplimiento de la
norma en las empresas. 
La implantación de políticas que propi-
cian la plena integración de personas
que tengan especiales dificultades de in-
serción laboral no es un objetivo coyun-
tural basado en la necesidad del cumpli-
miento de la norma. Ni tan solo ha con-
sistido en la implantación de políticas de
discriminación positiva hacia estas per-
sonas. 
El objetivo no es otro que el de la aplica-
ción de políticas de igualdad de oportuni-
dades que contribuyan a facilitar esta in-

tegración, y atender en la medida de lo
posible las necesidades de adaptación
de estas personas a su entorno laboral,
haciéndolo extensivo a su ámbito perso-
nal.
En nuestra propia empresa, cabe seña-
lar que Asepeyo entiende la responsabi-
lidad social como el compromiso de inte-

grar las preocupaciones y expectativas
sociales y medioambientales de los inter-
locutores, como un valor estratégico de
la organización, prestando un servicio de
calidad y actuando de forma responsa-
ble con la sociedad y el entorno.  La res-
ponsabilidad social en su dimensión in-
terna se vertebra a partir de una serie de
principios, que constituyen su filosofía y
misión. Entre ellos cabe destacar los si-
guientes: 
- Asepeyo manifiesta su compromiso
con la sociedad, ofreciendo oportunida-
des de incorporación y desarrollo profe-
sional, y en igualdad de condiciones, a
personas con especiales dificultades pa-
ra acceder al mercado laboral. 
- Apuesta por el crecimiento profesional y
personal de sus empleados a través de
los programas de formación y desarrollo
- Apoya el establecimiento de programas
que ayuden a conciliar la vida laboral y
familiar de sus empleados
- Promueve, divulga e implanta un siste-
ma de gestión de la prevención, orienta-
do a la protección de la salud de sus tra-
bajadores. 
Estos son sólo algunos de los mecanis-
mos para establecer, en todos los niveles
de la empresa, un compromiso firme con
la responsabilidad social corporativa. 
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Transcurridos 24 años desde
la publicación de LISMI la
realidad nos muestra que

todavía es necesario seguir
avanzando por la integración



SE RECONOCE A LOS HIJOS EXTRAMATRIMONIA-
LES, EL DERECHO A PERCIBIR PENSIÓN DE OR-
FANDAD. Tribunal Constitucional. Sentencia
154/2.006 de 22 de Mayo  de 2.006.
El T.C. acoge el recurso de amparo y reconoce el derecho a la
percepción de la pensión de orfandad y a la indemnización a
tanto alzado por muerte causada en accidente de trabajo de
un hijo nacido fuera del matrimonio.El Tribunal reconoce la
existencia de la DISCRIMINACIÓN  que se le plantea por ra-
zón de su filiación extramatrimonial y entiende vulnerado el
art. 14 C.E., al no reconocérsele un derecho propio de su si-
tuación de orfandad, en las mismas condiciones en el que se
le reconociera a un hijo nacido en el seno del matrimonio.
El Tribunal afirma que se le debe asegurar a los hijos extra-
matrimoniales, una idéntica cobertura familiar a sus necesida-
des, independientemente de que sus padres no contrajeran
matrimonio.
NO ES ADMISIBLE EL PRORRATEO DE LAS PAGAS
EXTRAS DE VERANO Y NAVIDAD. CONSECUENCIAS.
Tribunal Supremo. Sentencia de 19 de Septiembre de 2005.
Estima que tal y como establece el Convenio Colectivo, que-
da prohibida todo pacto por salario global, debiéndose abonar
la totalidad de los devengos en las fechas previstas (Julio y
Diciembre).
En consecuencia el prorrateo de las Pagas Extras, no LIBE-
RA al empresario de su pago y lo abonado se considera como
salario o jornal diario correspondiente al periodo en que inde-
bidamente fue incluido.
EJECUCIÓN DE SENTENCIA. TASACIÓN DE COS-
TAS EN DESAHUCIO DE VIVIENDA. Tribunal Cons-
titucional. Sentencia 180/2.006 de 19 de Junio.
Otorga el amparo solicitado y establece que es correcto incluir
en la condena al abono de las costas procésales, los honora-
rios y derechos profesionales cuya intervención no era pre-
ceptiva, pero estaba justificada.
Analiza el art.32.5 LEC, que establece que cuando la inter-
vención de Abogado o Procurador, no sea preceptiva, en la
Ejecución de Sentencia se excluirán los Honorarios de dichos
profesionales, salvo que el Tribunal aprecie Temeridad en la
conducta del condenado o que el domicilio de la parte repre-
sentada y defendida esté en lugar distinto a aquel en el que se
ha tramitado el proceso.
EXPEDIENTE DE REGULACIÓN DE EMPLEO. PRIO-
RIDAD DE PERMANENCIA TRABAJADORES CON
FAMILIAS NUMEROSAS. Tribunal Supremo. Sen-
tencia de 9 de Noviembre de 2.005.

El Tribunal entiende que en aplicación de la Ley 25/1.971
de 19 de Junio de Protección de las Familias numerosas,
deben tener prioridad de permanencia dichos trabajadores,
cuando en las empresas se realicen Expedientes de Regu-
lación de Empleo, o cuando sus hijos mayores de edad, se
encuentren cursando estudios, que les haga acreedores de
dicha prioridad.
BAJA POR CIRUGÍA ESTÉTICA NO DA DERECHO A
PERCIBIR SUBSIDIO POR INCAPACIDAD TEMPO-
RAL. T.S.J. de Valencia de 24 de Mayo de  2.005.
Desestima el Recurso plantado por el Beneficiario, que
causo baja por Enfermedad Común, por haberse sometido
a una intervención de cirugía estética de implante mamario
de silicona.
El Tribunal establece que según el art. 126 de la L.G.S.S., se-
rán situaciones de Incapacidad Temporal, las debidas a En-
fermedad Común o profesional, sin que se incluyan las opera-
ciones de cirugía estética, provocadas por voluntad del propio
beneficiario, que si bien tiene derecho a la intervención quirúr-
gica, este derecho no alcanza al subsidio.
INCAPACIDAD TEMPORAL. DERECHO AL SUBSI-
DIO DESPUÉS DE LA DENEGACIÓN DE UNA INCA-
PACIDAD TEMPORAL. Tribunal Supremo. Senten-
cia  de 22 de Noviembre de 2.005.
Solicitado al I.N.S.S. el reconocimiento de su dolencia como
una Incapacidad Permanente, solicitud que le fue denegada.
La Mutua suspendió el pago de la prestación de Incapacidad
Temporal, a pesar de que el trabajador continuaba en situa-
ción de Baja Medica e impedido para la realización de su tra-
bajo habitual.
El T.S. estima el recurso ya que como se desprende de la pro-
pia L.G.S.S., la situación de I.T., debe mantenerse mientras el
trabajador reciba asistencia sanitaria y este impedido para el
desempeño de sus tareas, sin que el mero hecho de que no
se le reconozca afecto de una  Incapacidad Permanente, pue-
da dar lugar a la extinción del subsidio.
DERECHO A VACACIONES TRAS LA BAJA POR
MATERNIDAD. Tribunal Supremo. Sentencia  de
10 de Noviembre de 2.005.
Declara el derecho a disfrutar la Vacaciones reglamentarias,
tras el periodo de Maternidad, cuando ambas coinciden (pe-
riodo de vacaciones establecido por la empresa).
Estableciendo este derecho sin posibilidad de su transforma-
ción en compensación económica, pues denegar este dere-
cho, supondría establecer una clara discriminación.
INADMISIÓN DE DEMANDA POR DESPIDO. COMPU-
TO DEL PLAZO DE CADUCIDAD. Tribunal Constitu-
cional. Sentencia 265/2.006 de 11 de Septiembre
de 2.006.
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Estima vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva, por
inadmisión de demanda social, al tomar como término inicial
del plazo de caducidad la primera carta de despido que recibió
la actora y no la segunda. La demandante en amparo fue des-
pedida el día 3 de Junio por la empresa para la que prestaba
sus servicios y con posterioridad la demandante recibió nueva
carta de fecha 10  de Junio en la que se hacia constar una de-
tallada descripción de las irregularidades detectadas, haciendo
constar que observados defectos formales en la comunicación
del día 3 de junio, procedemos a subsanarla por la vía prevista
en el art. 55.2 del Estatuto de los Trabajadores y que a los
efectos procedían con esa fecha a realizar un nuevo despido
que surtiría efectos a partir del día de la subsanación.
El Juzgado de los Social de Madrid, dicto sentencia estimando
la demanda y declarando el despido improcedente, por ser in-
justificadas las faltas imputadas. La empresa presentó recurso
alegando la existencia de caducidad de la acción de despido,
señalando que el despido se produjo el día 3 de Junio, recurso
que fue estimado por el T.S.J. de Madrid, que desestimó la de-
manda por despido por caducidad de acción.
El T.C. anula la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid, que desestimo su demanda al establecer el computo
para el plazo de caducidad , desde la primera carta de despi-
do, entendiendo el T.C. que ello supone una interpretación irra-
zonable del precepto legal aplicado, contrario a su propia dic-
ción literal y desproporcionada respecto a los fines a los que
sirve, obstaculizando de manera injustificada el acceso a la ju-
risdicción de la demandante en amparo.

FISCAL
NO CULPABILIDAD DEL SUJETO PASIVO QUE REA-
LIZA SU DECLARACIÓN DE LA RENTA CON EL
ASESORAMIENTO DE LA ADMINISTRACIÓN TRI-
BUTARIA. Tribunal Superior de Justicia de Cana-
rias  de 24 de Marzo  del 2.006.
El Tribunal declara que no puede apreciarse culpabilidad en la
actuación de un sujeto pasivo, que presenta una declaración
de la renta, que con posterioridad se aprecia efectuada de for-
ma errónea, cuando su conducta obedece a la confianza de-
positada en una asesora perteneciente a la Administración Pú-
blica, cuya función era justamente facilitar el cumplimiento de
las obligaciones tributarias de dicho sujeto.
El Tribunal ESTIMAen parte el recurso y ANULA la sanción im-
puesta, condenando a la Agencia Tributaria a reintegrar la san-
ción impuesta con el interés legal del dinero.
NO PROCEDE LA DEVOLUCIÓN DE OFICIO  DEL
I.V.A. NO COMPENSADO DURANTE EL PLAZO DE
CADUCIDAD. Tribunal Económico-Administrativo
Central. Resolución de 29 de Marzo de 2.006.
El Tribunal declara que no procede la devolución de oficio por
parte de la Administración de las cuotas deducibles del I.V.A.
no compensadas durante el plazo de caducidad, sin que exis-
ta por ello contradicción de la norma nacional con la Sexta Di-

rectiva.
Ya que si las cuotas soportadas
deducibles son superiores a las
devengadas, el sujeto pasivo ten-
drá un crédito contra la Hacien-
da Publica, que como regla ge-
neral, podrá compensar en sus
declaraciones-liquidaciones
posteriores y solo en la últi-
ma declaración-liquidación
de los años comprendidos
dentro del plazo de caducidad podrá solici-
tar la devolución del saldo a su favor existente a 31 de Diciem-
bre.
En definitiva, la compensación o devolución puede hacerse
efectiva, siempre que no haya transcurrido el plazo establecido
por la norma, contados a partir de la presentación de la decla-
ración-liquidación en que se origine dicho exceso, plazo que
es de caducidad, tratando con ello de evitar que el sujeto pasi-
vo pueda incluir en sus declaraciones cantidades a compensar
cuya procedencia la Administración Tributaria no pueda ya
apreciar por causa de la prescripción.
CONSECUENCIAS EN EL SUPUESTO EN QUE EL
INTERESADO NO SE ENCUENTRE PERSONADO
EN EL PROCEDIMIENTO INSPECTOR. Tri.
Econo.Adm. Central, Resolución de 20 de Abril de
2.006.
El Tribunal señala que en los supuestos en que el interesado
no se encuentre personado en el procedimiento Inspector, ha-
biendo sido notificado debidamente de su inicio y de las res-
tantes actuaciones de notificación preceptiva, las actas que se
incoen deben ser de disconformidad, haciendo constar la au-
sencia del interesado y notificadas de forma reglamentaria.
ESTIMACIÓN  SIMPLIFICADA.  COMPUTO  DE  PER-
SONAL  EMPLEADO. Tribunal Económico-Adminis-
trativo Central. Resolución de 17 de Enero de
2.006.
El Tribunal establece que en el régimen simplificado del Im-
puesto sobre el Valor Añadido, deben computarse, en él mo-
dulo de "personal empleado" aquellas personal que no ejer-
ciendo de forma independiente la actividad, se integran plena-
mente en la estructura organizativa del sujeto pasivo acogido a
dicho régimen simplificado, con independencia del carácter -la-
boral o mercantil- de la relación jurídica que les una, dado que
de otro modo quiebra el principio de neutralidad fiscal.
SEGUNDA ENTREGA DE EDIFICIO Y DECLARA-
CIÓN MANIFIESTA DE SUJECIÓN AL   I.V.A.. Tribu-
nal Supremo. Sentencia de 14 de Marzo  de 2.006.
El Tribunal reconoce la suficiencia de una renuncia tacita a la
exención del Impuesto sobre el Valor Añadido en la segunda
entrega de edificaciones, siendo bastante la constancia de ha-
berse repercutido el impuesto en la propia escritura de com-
praventa, dado que de este modo es incuestionable que ad-
quiriente y transmitente manifiestan su intención y conocimien-
to indubitado de que la operación queda sujeta al IVA.
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El comentario de esta sentencia va diri-
gido directamente a nuestro colectivo
profesional (Graduados Sociales), pero
también afecta al resto de profesionales
que actualmente se encuentran en
nuestras mismas circunstancias, ya que
sufrimos una anómala situación de te-
ner que soportar el pago de unas liqui-
daciones camerales, cuando realmente
somos un colectivo profesional  al que
esta sentencia libera de las menciona-
das liquidaciones.
El recurso de amparo reseñado en el
encabezamiento, es promovido por
unos profesionales de Madrid, contra la
Sentencia de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Madrid, que estimó el recur-
so contencioso-administrativo formula-
do por la Cámara Oficial de Comercio e
Industria de Madrid contra la Resolu-
ción del Tribunal Económico-Adminis-
trativo Regional de Madrid de 25 de ju-
nio de 1998. Esta resolución había esti-
mado la reclamación económico-admi-
nistrativa interpuesta por el profesional
y anulado la liquidación del recurso ca-
meral permanente correspondiente al
ejercicio de 1995, que le había girado la
Cámara Oficial de Comercio e Industria
de Madrid.
Los fundamentos de hecho relevantes
para la resolución de este recurso de
amparo son, en síntesis, los siguientes:
a) El solicitante de amparo recibió la li-
quidación del recurso cameral perma-
nente correspondiente al ejercicio de
1995, girado a su cargo por la Cámara,
sobre la declaración del impuesto de la
renta de las personas físicas del recu-
rrente.
b) Contra la citada liquidación interpu-

so reclamación económico-adminis-
trativa al entender que su actividad,
como socio de entidad dedicada al
asesoramiento, no era comercial, in-
dustrial o naviera, sino que se trataba
de un profesional liberal que, como tal,
tributaba en el impuesto de la renta de
las personas físicas en el apartado co-
rrespondiente.
c) La reclamación fue estimada por Re-
solución de 25 de junio de 1998 del Tri-
bunal Económico-Administrativo Regio-
nal de Madrid, que anuló la liquidación
practicada.
d) La Cámara Oficial de Comercio inter-
puso recurso contencioso-administrati-
vo contra esta resolución del Tribunal
Económico-Administrativo Regional de
Madrid, que fue estimado por la Senten-
cia núm. 1769, de 5 de diciembre de
2001, del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid, Sala de los Contencioso-Ad-
ministrativo, Sección de apoyo núm. 2
de su Sección Quinta.
Esta Sentencia entiende que el art. 6
de la Ley 3/1993, de 22 de marzo, bá-
sica de las cámaras oficiales de co-
mercio, delimita la condición de elector
de las referidas Cámaras, que obliga al
pago del recurso cameral permanente
(art. 13.1 de la citada Ley), de acuerdo
con los dos criterios siguientes: en pri-
mer lugar, un criterio material sobre la
actividad realizada, que debe ser co-
mercial, industrial o naviera. Y, en se-
gundo lugar, un criterio formal referido
al dato de la sujeción de la actividad
comercial, industrial o naviera al im-
puesto de actividades económicas. No
obstante, la realización de algunas ac-
tividades determina la exclusión de la
condición de elector, entre otras, la de

los profesionales liberales.
La Sentencia analiza los estatutos de
las entidades de las que es socio el re-
currente. Tiene en cuenta por un lado,
que los estatutos describían su objeto
social con amplitud (auditoria de cuen-
tas, asesoramiento y otros servicios co-
nexos en materias tributarias, financie-
ras, económicas y jurídicas, a través de
una estructura empresarial y organizati-
va de recursos) y, por otro lado, que las
actividades realizadas por las socieda-
des no se prestaban exclusivamente
por los socios, sino también con medios
ajenos y a través de la participación en
otras sociedades, por lo que considera
que las actividades realizadas excedían
de lo que la Ley 3/1993, considera pro-
fesiones liberales a efectos de excluirlas
del recurso cameral permanente. En
consecuencia, y aun siendo consciente
de que la tesis mantenida era contraria
a la sostenida por el mismo órgano judi-
cial en Sentencia  núm. 535, de 5 de
abril de 2000, la Sala estimó el recurso
de la Cámara de Comercio de Madrid y
declaró que la exclusión de las profesio-
nes liberales del art. 6.2.2 de la Ley
3/1993 debía ser interpretada en senti-
do estricto, afectando solo a las socie-
dades que ejercen profesiones  libera-
les a través de sus socios, pero no al
resto de actividades de las sociedades
que implican la intervención en la distri-
bución de servicios y que atribuyen a
las mismas la condición de electores de
las Cámaras de Comercio.
En la demanda de amparo se imputa a
esta Sentencia del Tribunal Superior de
Justicia de Madrid núm. 1769, de 5 de
diciembre de 2001, una vulneración del
derecho de asociación del demandante

ES INCOSTITUCIONAL OBLIGAR A UN PROFESIONAL,
AÚN CUANDO FORME PARTE DE UNA

MERCANTIL QUE SE DEDICA AL ASESORA-
MIENTO DE EMPRESAS, A SOPORTAR
LIQUIDACIONES DE LA CAMARA DE

COMERCIO DE SU CIRCUNSCRIPCIÓN
RECURSO DE AMPARO 149/2002.
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de amparo, en su dimensión negativa
de derecho a no asociarse (art. 22.1
CE), ya que obliga a los profesionales
liberales que ejerzan su actividad a tra-
vés de personas jurídicas, a pertenecer
a la Cámara de Comercio e Industria
correspondiente. La actividad del recu-
rrente el profesional y no comercial por
lo que según la demanda, se vulnera su
derecho fundamental de asociación, al
obligarle a pertenecer a la citada Cáma-
ra y a contribuir a su sostenimiento
cuando, en realidad la Cámara le hace
la competencia en su actividad de ase-
soramiento (como se desprende expre-
samente del inciso final del art. 2.3 de la
Ley 3/1993). El recurrente aduce, ade-
más que la naturaleza de su actividad
queda patente en su declaración de
IRPF, en la que tributa como un profe-
sional liberal y no como un comerciante
por los rendimientos obtenidos de sus
sociedades, sin que cambie la naturale-
za de su actividad el que la realice a tra-
vés de una persona jurídica. Además
en la demanda se aduce que la Senten-
cia impugnada vulnera su derecho a la
igualdad en la aplicación jurisdiccional
de la ley (art. 14 CE) y su derecho fun-
damental a la tutela judicial afectiva sin
indefensión (art. 24.1 CE) por existir co-
sa juzgada sobre el objeto procesal.
Según se explica en la demanda, la
Sentencia impugnada modifica, sin mo-
tivación suficiente, de forma arbitraria,
la tesis sostenida en sentencias ante-
riores por el mismo órgano judicial (mis-
ma Sección Quinta de la Sala) de fecha
anterior e incluso de la misma fecha en
las que la misma Sección mantuvo la
tesis opuesta, desestimando los recur-
sos de la misma Cámara de Comercio.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS
El demandante adjunta a la demanda
diversas resoluciones judiciales en las
que el mismo órgano jurisdiccional sos-
tuvo una tesis contraria a la integración
forzosa de profesionales liberales, que
ejercen sus funciones a través de so-
ciedades en régimen de transparencia
fiscal, en las citadas corporaciones de
Derecho público.
El Ministerio Fiscal y el Abogado del Es-

tado piden que otorguemos el amparo.
El Fiscal considera que se dan los re-
quisitos exigidos por la doctrina consti-
tucional para entender vulnerado el de-
recho a la igualdad en la aplicación ju-
risdiccional de la Ley (art. 14 CE)y, en
parte, el derecho a la tutela judicial
efectiva sin indefensión del recurrente
(art. 24.1 CE) ya que la sentencia im-
pugnada en esta vía constitucional sos-
tiene la tesis contraria a lo que conside-
ra una línea jurisprudencial consolida-
da, como demuestra una de las Sen-
tencias aportadas que, siendo del mis-
mo órgano judicial e incluso de la mis-
ma fecha que la impugnada, mantiene
una doctrina contraria a la que se im-
pugna en amparo.
El Abogado del Estado sostiene que la
interpretación de la excepción debe ser
amplia, como había sido la mantenida
hasta la fecha por el Tribunal Superior
de Justicia de Madrid y por el Tribunal
Económico-Administrativo Regional de
Madrid, y debe dejar fuera a los profe-
sionales liberales de la integración for-
zosa en la Cámara de Comercio e In-
dustria. En consecuencia  el Abogado
del Estado considera que la Sentencia
del Tribunal de Justicia de Madrid vul-
neró el derecho fundamental de
asociación del recurrente, en su
dimensión negativa de derecho a
no asociarse (art. 22 CE).
El art. 6.2, segundo párrafo,
de la Ley 3/1993, de 22 de
marzo, excluye "en todo caso" algu-
nas actividades  del concepto de
actividad comercial, industrial o
naviera. Concretamente, están
excluidas las actividades agríco-
las, ganaderas y pesqueras
de carácter primario y los ser-
vicios de agentes y corredo-
res de seguros que sean
personas físicas, así como
las correspondientes a
profesiones liberales.
Por último, para considerar
elector de la Cámara a una
persona física ó jurídica, la
Ley 3/1993 exige que se
tenga en cuenta, además,
que debe estar sujeta al im-

puesto de actividades económicas por
razón de la actividad comercial, indus-
trial o naviera que realice.
Por lo expuesto procede declarar que la
Sentencia de 5 de diciembre de 2001
del Tribunal Superior de  Justicia de
Madrid, que anuló la Resolución de 25
de junio de 1998 del Tribunal Económi-
co-Administrativo de Madrid sobre la no
obligada adscripción del recurrente a la
Cámara de comercio e Industria de Ma-
drid, vulneró el derecho fundamental de
asociación del recurrente, en su ver-
tiente negativa de derecho a no aso-
ciarse (art . 22 CE).

FALLO
-Otorgar el amparo solicitado por el re-
currente.
-Reconocer su derecho de asociación
en su vertiente negativa, como derecho
a no asociarse ( art. 22 CE).
-Declarar la nulidad de la Sentencia de
5 de diciembre de 2001 de la Sección
de apoyo núm. 2 de la Sección Quinta
de la Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid, recaída en el recurso con-
tencioso-administrativo núm. 813-99.
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La revista Adebate sigue despertando mucho interés
entre los graduados sociales y demás entidades rela-
cionadas con la asociación, prueba de ello  es la gran
demanda de la misma. PABLO SÁNCHEZ / ENFOQUE
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